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Del año dos mil diecinueve.--------------

VISTA; en audiencia oral y pública, el juzgamiento incoa1do 

contra el acusado SEVERINO TEOFILO ABAD UYEKI en calidad de AUTOR del 

delito contra EL PATRIMONIO, en la modalidad de.Hurto Agravado, en agravio de 

la empresa FACTO RÍA AGRO MAR S.A.C., representado por su Gerente General 

Ana Ysabel Paredes Miñano; y por el delito contra EL PATRIMONIO, en la 

modalidad de Usurpación Agravada, en agravio de ANA YSABEL PAREDES 
MIÑANO y DA VID ISAAC MARIÁTEGUI GILES. Escuchada las alegaciones de 

los sujetos procesales legitimados, incorporados los medios probatorios obtenidos, 

consistentes en documentales; concluido el debate probatorio, deliberada la sentencia, 

ha llegado el momento de emitir la resolución que ponga fin al presente proceso penal. 

La lectura integral de la presente sentencia se programó para el dia de la fecha. 

Desde ya, cabe señalar que en esta oportunidad el desarrollo de 

nuestros argumentos que justifican la decisión. se expondrán bajo determinado esquema 

didáctico. Para ello, en primer lugar, nos proponemos hacer un breve resumen de toda la 

actividad probatoria_, a efectos de conocer los hechos que fueron sometidos a debate. 

Solo así, es posible identi ficar el problema como temática a desanollar. A partir de ahí, 

en segundo lugar, trataremos de justificar no solo la dificultad del caso, sino presentar 

todos los argumentos para poder entender que el derecho penal, a través de sus 

diferentes tipos penales, acude ante la afectación de bienes jurídicos lícitos y/o 

legítimos. 

Asimismo, expresar nuestras razones por la cuales nos apai1amos, 

o si se quiere decir, nos desvinculamos de lo resuelto por la instancia Suprema, donde

reconoció protección penal a la posesión ilegitima. El propósito final es realizar algw)as

reflexiones sobre qué tipo de posesión protege, como bien jurídico, el delito de

usurpación. Más precisos, la relevancia de tal concepto vendrá dada por lo que será una

de las tesis principales de la sentencia: determinar sí el delito de usurpación protege la

posesión ilegítima, para que a partir de ahí se justifique la intervención penal.
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De otro lado, atendiendo al uso masificado -en estos tiempos- de 
pagmas wed y videos de YouTube, acudimos a los mismos, en lo más pertinente 
posible. El esquema propuesto va permitir una lectura autónoma de cada uno de los 
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:- jtems, por lo que se encontrará que ciertas ideas -que consideramos centra[e5·-
º :;- . t; � 8 í :aparecen repetülamente a lo largo de toda la sentenci<,. La estructura de nuestra 
j � � �rgumentación justificativa, a continuación la detallamos.
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1.3. Ofrecimiento de nuevos medios probatorios. 
1.4. Debate probatorio: derecho a guardar silencio, y examen de los testigos de 

cargo y de descargo. 
1.5. Oralización de medios probatorios (documentales). 
1.6. Examen del acusado. 
1.7. Prueba de Oficio. 
1.8. Alegatos de clausura. 
1.9. Última palabra del acusado: defensa material. 

11. FUNDAMENTOS JURÍDICOS PENALES.

2.1. Cuestión previa: imputación penal e hipótesis jurídicas materia de 

2.2. 
2.3. 
2.4. 

2.5. 
2.6. 
2.7. 

2.8. 
2.9 

2.10. 
2.11. 

2.12. 

acusación. 
La debida motivación de las resoluciones judiciales. 
El principio de objetividad en el Ministerio Público. 
Iniciativa probatoria del Juez de Juzgamiento. 
La causa penal es, ¿ caso fácil o dificil'!.

Nuestro derecho penal, ¿qué tipo de bien jurídico protege?.

La posesión en nuestro ordenamiento jurídico-civil. 
El delito de usurpación, ¿tutela la posesión ilegítima?

Recurso de ulidad O 2477-2016-LIMA: el inicio de la confusión, y las
razones de nuestro apartamiento. 
Concepto de bien de dominio público. 
Análisis del caso. 
2.11.1. Respecto al delito de hm10 agravado. 
2.11.2. Con relación al delito de usurpación agravada . 
En caso de autos, ¿se debef,jar reparación civil?.

111. PARTE RESOLUTIVA.

3. l. Decisión Final. 
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l. PARTE EXPOSITIVA: RESUMEN PROCESAL.

En este apartado, se procederá a reseñar el inter procesal de lo actuado durante el 

desarrollo de la etapa de Juzga.miento, anotaremos los aspectos más básicos y l'a 

información tle calidad, obtenida de cada actuación procesal. Es decir, se consignará 

notas sustanciales sin llegar a sesgar o distorsionar la información brindada, a efectos de 

evitar transcripciones integrales que no se condice en este nuevo modelo procesal penal. 

Así, haremos un resumen de lo mencionado por los órganos de prueba que concurrieron 

al juicio oral, siguiendo -además- la secuencia de actuación impuesta por el Código 

Procesal Penal (CPP), conforme se puede advertir del registro de su propósito bajo 

custodia. 

1.1. Alegatos de apertura. 

a) Ministerio Público (en adelante MP). Señala la imputación fáctica recaída

contra el acusado, la que se encuentra plasmada en su requerimiento acusatorio

escrito y su respectiva subsanación, sin ningi'.m tipo de modificación. Pero,

además precisa que existen dos situaciones fácticas individuales que conviene

indicar. Al acusado Abad Uyeki, se le incrimina dos situaciones delictivas

concretas: la primera, versa sobre el delito de hurto agravado, pues éste habría

sustraído cosas del interior del inmueble Nº 7-B Mz. F Sector de Galilea del

balneario de Tortugas de la ciudad de Casma, bienes muebles que eran de

propiedad de la empresa agraviada; y, la segunda, se funda en que el acusado

babría usurpado el referido bien inmueble (Nº 7-B del balneario de Tortugas de

la ciudad de Casma), cuya posesión ha sido siempre de los agraviados Paredes

Miñano y Mariátegui Giles, ya que, el lote Nº 7 es de propiedad de los acotados

agraviados.

No obstante, el acusado ingresó al domicilio y pretendió hacer modificaciones, 

incluso contrato los servicios de un albaü.il, pero además solicitó al Juez de Paz 

del Jugar le expida constancia de posesión del predio, para pretender dar 

legitimidad a su posesión; sin embargo, al enterarse de lo sucedidos los 

agraviados, retomaron su posesión poste1iormente. Ambos sucesos fácticos se 

dieron el día 16 de marzo del 2015, en circunstancias que los agraviados no se 

encontraban en su mencionada casa de playa: recuperando su posesión en fecha 

28 de marzo del 2015. 

De otro lado, precisa que los tipos penales materia de acusación se encuentran 

previstos, para el delito de hurto agravado, en el Art. 185° concordante con el 

Art. 186º segundo párrafo inc. l del Código Penal (CP), y para el delito de 

usurpación agravada, en el Art. 202° inc. 2 y 4 concordante con el Art. 204º

inc. 6 del CP. Asimismo, indica que Ja comisión de] delito y la responsabilidad 

penal del acusado va ser demostrada con los medios probatorios que han sido 
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admitidos para ser actuados en el juicio oral. Por tanto, teniendo en cuenta que 
se trata de un cottcurso real de delitos, pues, la pena solicüada por el delito de 
hurto agravado es de 4 años y por el delito de usurpación agravada también es de 
4 años, sumadas ambas, solicita se le imponga al acusado 8 años de pena 

privativa de libertad, y 10 mil soles por concepto de reparación civil. a favor de 
cada agraviado por los delitos incriminados. 

b) Defensa técnica (DT) del acusado. Alega, puntualmente, que postula la
absolución de los cargos por ambos delitos. En efecto, señala que por el delito
de usurpación agravada, va a acreditar que la inscripción del predio del Lote 7-
B, es con posterioridad a los hechos incriminados, por tanto no es cierto que los
agraviados venían en posesión del predio materia de litis: por el contrario, se va
a acreclitar que quien es posesionario del predio materia de litis es el acusado,
quien además tiene ya más de 25 años aproximadamente de posesión sobre
dicho predio. Este argumento se va a acreditar con los testigos de cargo y
descargos ofrecidos y las documentales. Además, indica que los presupuestos
objetivos y subjetivos del tipo penal de usurpación agravada. no se cumplen.

Respecto al delito de hurto agravado. precisa que el MP no cuenta con medios
probatorios ni directo ni indirecto (indicios) que permitan sostener que el
acusado haya sustraído los bienes que se encontraban en el inmueble materia de
litis; asimismo, se debe tener en cuenta que el agraviado, por este delito. es una
persona jutídica y dicha persona jurídica no ha aportado ningún medio
probatorio sobre los bienes sustraídos.

1.2. Información de derechos básicos al acusado, y Ja posibilidad de una 

conclusión anticipada del proceso. 

Luego de explicársele al acusado Severino Teófilo Abad Uyek.i sobre sus derechos 
básicos, así como los beneficios y consecuencias de una salida alternativa del proceso 
como es la conclusión anticipada, este -previa consulta con su abogado defensor 

privado- respondió que no aceptaba responsabilidad alguna por los delitos 
incriminados por el MP. Así. se descartó cualquier posibilidad de una conclusión1 � 

§{ anticipaba. Ante ello. se dispuso continuar con eJ desarrollo del juicio oral.
��ff 

��9'. 
ºi:t� �élf 1.3. Ofrecimiento de nuevos medios probatorios. 

o � En este extremo, de confo1midad con lo glosado en el Art. 3 73 ° del CPP, se les consultó

� ¡ a los sujetos procesales legitimados como es el MP y la defensa técnica del acusado, si
� � tenían nuevos medios probatorios que ofrecer, bajo cualquiera de los supuestos que la 
-, 

mencionada norma procesal habilita. En ese sentido, ninguno de los sujetos procesales 

antes ciJCJrdos, ofreció nuevos medios probatorios; conforme quedó registrado en el 
sistema de su propósito. 
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1.4. Debate probatorio. 

1.4.1. Examen del acusado. 
En este estadio procesal, se Je consultó al acusado Abad Uyeki si iba a declarar en este 

juicio oral; o en su defecto, si decidía acogerse a su derecho a guardar silencio, se daría 

lectura a su declaración anterior -del ser el caso- proporciona a nivel de investigación 

preparatoria, de conformidad con lo regulado en el Art. 376° inc. 1 del CPP. El acusado 

manifestó que -por ahora- se acogían a su derecho a guardar silencio, y que más 

adelante iba a declarar. como consta del registro de su propósito. 

1.4.2. Examen de los órganos de prueba de cargo y de descargo. 
Atendiendo que el acusado se acogió a su derecho a guardar silencio, se continuó con el 

examen y contraexamen de los testigos ofrecidos y admitidos en la etapa de control de 

acusación. Acto procesal que se realizó de acuerdo a lo señalado en el Art. 378º y

siguientes del CPP. De otro lado, curnpljmos con consignar solo las partes más 

sustanciales que respondieron lo testigos que concurrieron al juicio oral, dándole orden 

a la narración a fin de tener claridad respecto a los hechos. Asimismo, cabe señalar que 

el propio MP solicitó prescindir de examinar a sus siguientes testigos: David Isaac 

Mariátegui Giles, Freddy Humberto Tuesta Chicama, Juan Carlos Basauri Chinchay, 

Juan Carlos Watanabe Lagos, Jorge Alan Messarina Alvarado. Mirko Romy Vasquez 

Cerna, Helder Castillo Pintado, Jesús Reynaldo Huerta Sáenz y Jhonatan Nicolás Flores 

Clavijo. 

Testigos del Ministerio .Público. 

a) EXAMEN DE LA TESTIGO: ANA YSABEL PAREDES
MIÑANO, identificada con DNI Nº 32918289.

Respuestas, al interrogatorio directo del MP. Señala que su actividad laboral 

es que es propietaria de la empresa agraviada Factoría Agromar S.A.C, 

dedicada 'n la estructura metálica y alquiler de maquinarias pesadas; que su

domicilia queda en Jr. Tacna Nº 212, Florida baja, Chimbote: que también 

tiene domicilio en la playa tortugas, que se ubica en la Mz. F, lote 7 y í'-B 

Sector de Galilea del balneario de Tortugas de la ciudad de Casma; que tiene 

título de propiedad de la parte alta de su casa ( entiéndase del lote 7) y de J'a 

parte baja de su casa que le da acceso a la playa (entiéndase del lote 7-B) solo 

constancia de posesión; que el día 27 de marzo 20 I 5 como a las diez de la 

noche aproximadamente recibió una llamada telefónica de un vecino, y éste: le 

dijo que en su casa había luz, no obstante, precisa que el día 15 marzo del 2015 

dejó su casa. 

Continua y refiere que, cuando le comu111caron que había luz en su casa, 

comunico de ello a su esposo, quien estaba trabajando, y luego salió con su 
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esposo rumbo a su casa (playa de tortugas) con dos trabajadores más para ver 

que lo que estaba pasando, y cuando se ha acercado a su casa, su esposo se 

acercó hacia la parte de atrás donde advierte que estaba tapiado porque habían 

levantado un pared que impedía el pase, razón por la cual su esposo derrumba 

la pared y en esos instantes salen tres personas despavoridas con bultos, que ni 

siquiera podía caminar, y se van por la rivera de la playa; asimismo. su esposo 

al bajar los ladrillos, advirtieron que la escalera que conducía a la playa estaba 

tumbada hacia el suelo, pero no pudieron ver a las personas; que vio que sus 

cosas la habían robado, varios artefactos. que su casa estaba destruida, por lo 

que llamó a la policía para que hagan la constatación. 

Asimismo, manifiesta que primero pensó que habían entrado delincuentes y 

habían robado y que incluso habrían pasado su noche en su casa, por eso hizo 

fue a la comisaría e hizo la denuncia por robo, pero cuando regresó a su casa 

encontró baldes de pintura, que las paredes estaban pintadas, en esos momento 

pensó que habían usurpado su casa, y que habían personas que querían vivir en 

su casa; que se retiró de su casa el día 15 de marzo porque termina el verano, 

pero precisa que todos los años empieza a limpiar su casa en el 15 de diciembre 

y se retira el 15 de marzo, ya que su hija empieza el colegio y la universidad de 

sus demás hijos; que de las tres personas que observó ese día solo pudo ver a 

uno que tenía bigote, los tres iban con bultos grandes, después pudo reconocer 

a esa persona que era el señor Severino (el acusado); que el vecino que le 

comunicó lo sucedido es la persona de Humberto Tuestas; además precisa que 

los ILecl,os sucedidos se /tan producido en el lote 7-B, que es la parte baja de 

su casa. 

También alega que. cuando compra su casa en el 2006. solo podía subir por la 

parte de la carretera, y el otro acceso era por la playa, que ha ido construyendo 

progresivamente: que hasta el 2014 ha venido conduciendo con un muro de 

contusión y de escalera, pero ya luego ha construido su casa con todos sus 

acabados, y en el 2014 ya ha estrenado su casa: que la construcción y otros 

acabados lo ha realizado un albañil de apellido Aguilar y otro de nombre 

J\lberto; que la construcción consistía de una habitación grande, un comedor, 

baño. sala de estar. y una pequeña mesita de concreto, como terraza; que los 

bienes materia de sustracción estaba en la habitación que usaba como mini 

departamento; que durante el tiempo que construyó ninguna persona se opuso a 

la construcción, además reitera que ha ido construyendo su casa 

progresivamente. 

Finalmente, señala que tiene constancia de posesión desde el año 2008, 2009, 

204 y hasta la actualidad tiene constancia de posesión; que de dicha área está 

pagando en la Municipalidad de Comandante Noel; que la parte de su casa ha 

sido violentada la parte queda a la playa, que es la puerta de fierro. han rota la 

ropa. luego han rota de la chapa del dormitorio, y para poder salir hacia el 
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exterior han utilizado su puerta de ingreso de la carretera (frontera), pues 

estaba sin candado, además no hay medio para ingresar pues se tiene que 

ingresar por Ja parte posterior que da hacia el mar; que ha realizado muchos 

actos ante la Municipalidad Provincial de Casma, pues con lo sucedido el 27 

marzo del 2015, presentó toda la documentación para legitimizar su 

propiedad, de una u otra ma11era, como le indicaron en die/ta entidad; que 

actualmente se encuentra en posesión del bien, pues está viviendo con su 

familia. 

Respuestas, al contrainterrogatorio de la DT del acusado. Manifiesta que, al 

momento en que recibió la llamada se encontraba en su taller que también es su 

casa en Chimbote, y estaba sola porque su esposo estaba en la parte baja (sobre 

esta versión, la defensa evidencia una contradicción, pues en su declaracjón 

anterior señaló nuevo Chimbote) la testigo indica que tiene dos talleres tanto en 

Chimbote como en Nuevo Chimbote, pero estaba en Chimbote; que la llamada 

fue como a las 1 O o 11 de la noche; que llegó al balneario de tortugas como a 

las 11 de la noche aproximadamente; que cuando llegó a su domicilio puedo 

observar que los tres sujetos estaban en la paiie baja, y su ingreso lo hizo por la 

parte de arriba; que no puede precisar que distancia existe entre la distancia 

baja y alta, pero será unos 7 metros aproximadan1ente; que sí existía un muro 

que no le permita ver todo, y el muro estaba fresco, y las personas ya estaba 

huyendo por la playa; que había una distancia de arriba para debajo de 4 a 5 

metros aproximadamente: que su esposo lo tumbo la pared con un puñete 

porque estaba fresco; que si ha existido iluminación, la luna, no existe 

alumbrado público para la parte baja no, pero la parte superior sí; que dondle 

estaba las tres personas que se iban corriendo no había alumbrado público. 

Asimismo, sefiala que sus vecinos que colinda con el lote 7-B, son: mirando de 

frente el mar, por el lado derecho está el señor Watanabe, al otro lado está el 

doctor Rodolfo Watabane, a lado izquierdo con su vecino que le llamo por 

telefoneo Fredy Tuestas; que los vecinos Watanabe se ha enterado recién que 

son familiares del acusado; que el lote Lt. 7 colinda con los mismos vecinos, 

es como un rectángulo, pues el lote 7-B es la continuidad de su casa (lote 7); 

que cuando realizó la construcción de su casa nunca sus vecinos de apellido 

Watanabe le dijeron nada, sino no hubiera construido; que no recuerda cuan1o 

tiempo permaneció el día de los he.chos en el l.ote 7 y 7-B. pero más o menos 

fue una hora a dos, durante este üempo estaba viendo sus cosas que le habían 

robado. 

Precisa que, la denuncia verbal lo hizo como a la 1 de la mañana 

aproximadamente; que su casa lo tem1ina en diciembre del 2014 y en el 2015 

se pasa a vivir; que el motivo que solicitó constancia de posesión como tetTeno 

para que se evidencia que era posesionaria del lote: que después de los hechos 

indica que no lo ha buscado, pues no lo conocía; que en la actualidad el sefior 
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Fredy Tuestas sigue siendo su vecino, desconoce si éste tiene posesión, solo es 

su vecino. no sabe en qué condición estará; que el acusado Abab Uyeki, si lo 

denunció por usurpación y fue por el lote 7-b. 

Re-directo del MP. Señala que si existe luz eléctrica en su domicilio, y la 

denuncia interpuesto por el acusado Abad U yeki fue archivada. 

Re-contrainterrogatorio de la DT. Indica que la luz artificial esta desde el lote 

7 hasta el lote 7-B, porque es uno solo; que cuando llegó el día de los hechos 

una de las luces de la parte baja estaba semi prendida. 

b) EXAMEN DEL TESTIGO: EDWTN GUSTAVO SOLANO
CASTAÑEDA, identificado con Nº 266113987.

Respuestas, al interrogatorio directo del MP. Refiere que es de profesión 

ingeniero civil; que si la conoce a la agraviada Ana Ysabcl Paredes Miñano 

desde que ésta la contrato para hacer un trabajo, y fue para elaborar un plano de 

ubicación y su memoria descriptiva para efectos del trámite de una constancia 

de posesión en el balneario de tortugas, y fue en el año 2014; que para realizar 

dicho trabajo se constituyo personalmente al predio, y observó que en el 

predio, para lo cual la señora (es decir. la agraviada) le hice pasar, y luego 

elaboro el plano; que cuando fue el ten-eno estaba en proceso de construcción, 

pero solo necesitada datos, no recuerda el área perimétrica del cual realizó el 

plano; que en el predio había como muros de contención, y estos estaban un 

poco retirado del mar, que se ingresa por escalera metálica; recuerda que fue a 

fines de marzo o primero días de abril del 2015 al predio. y en esa fecha pudo 

observar que ya había una construcción, y que la vivienda ya estaba habitable. 

Respuestas, al contrainterrogatorio de la DT del acusado. Señala que cuando 

fue al predio le atendieron los familiares de la señora ( es decir, de la agraviada 

Paredes Miñano) pero que ella si la llamo; que el plano que hizo es de toda la 

casa, del Lote 7 y lote 7-B. primero se hizo un plano del /ole 7. y luego se hizo 

una acumulación (entiéndase lote 7-B); que el expediente (los planos) él no lo 

ha presentado, sino lo ha entregado a la dueña (la agraviada Paredes Miñano) 

que está presente en el acto de audiencia. 

c) EXAMEN DEL TESTIGO: LUJS FELIPE VALDEZ INGA,
identificado con DNI Nº 32114313.

Respuestas, al interrogatorio directo del MP. Señala que se dedica a la 

agricultura, siendo esta su actividad laboral actual; que el día 14 de abril del año 

2000 fue elegido Juez de Paz del Sector de Tabón, y desde el 2009 hasta 

noviembre del 2016 ha sido Juez de Paz del Distrito de Comandante Noel; que si 

la conoce a la persona de /\na Ysabel Paredes Miñano (la agraviada) porque le 
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extendió una constancia de posesión el 1 O de diciembre del 2009 y otras dos 
constancias más; que pata expedir dichas constancias ha realizado la inspección 
visual en el lugar donde le extendió en el afio 2009, no había construcción, solo 
estaba demarcado. si mal no recuerda era el lt.7 F del sector de Galilea del 
Balneaiio de Tortuga, y en el 2012, de la misma manera, □o estaba &.ún 
construido el lote; que en el 2015 también le otorgó constancia de posesión a la 
señora (entiéndanse la agraviada Paredes Mjñano), no recuerda la fecha, pero fue 
en el año 2015. 

Alega que no conoce al acusado Severino Abad Uyeki, pero sí le hizo una 
inspección en un lote que tenía en tortugas supuestamente, y fue en el mes de 
marzo del 20 a 25 del año 2015; que con relación a la indica constancia de 
posesión, el acusado Abad Uyeki llegó a su Despacho solicitando con un 
abogado, de quien no recuerda su nombre, solicitando que le haga un inspección 
ocular que en el predio que supuestamente él (el acusado) tenía. entonces fueron 
al balneario de tortugas e ingresaron por la casa de su primo Watanabe hacia Lma 
escalera que da hacia al mar, se condujeron por la parte que da con vista al mar, 
ingresaron por un sitio de rocas que llegaba el agua incluso del mar hacia una 
puerta de metal, observó que la puerta estaba media forzada y había una luna 
media rota, ingreso al interior con Abad Uyeki ( el acusado), y pudo observar que 
habían personas que estaban haciendo trabajos de pintura, incluso se sentó en 

una mesa de cerámica, y al frente había un baño, babia dos terrazas de tienas, en 

una de etas había una escalera negra de metal con pintura negra; que le solicitó a 
la persona de Abad Uyeki (el acusado) que abriera la puerta de la casa para 
ingresar y observar el interior, ante lo cual éste le manifestó que se habf a 
olvidado la llave, por eso no pudo ingresar al interior de la casa. 

Manifiesta, además, que cuando fue en el año 2009 no había edificació� cuar,do 
fue en el año 2015 con la persona de Abad Uyeki (el acusado) ya había una casa 
edificada al parecer de color rojo, y la estaban transformando con pintura, no 
pudo visualizar si se trataba del mismo lote que fue a inspeccionar afíos 
anteriores, porque ya estaba transformado ese lote; que la persona de Abad 
Uyeki (el acusado) le hizo ingresar por allí porque era su familiar, no ha 

conocido por donde era el ingreso sino él (el acusado) le ha conducido por la 
casa de su primo (Watanabe), no hay calle son casas continuas; que la razón del 
porque dejó sin efecto la constancia de posesión otorgada a favor del Abad 
-qyeki ( el acusado) es debido a que cuando la señora ( entiéndase la agraviada
Paredes Miñano) llegó a su Despacho y le dijo que había dado una constancia de
posesión de su casa, además le decía que era su casa y que lo había construido,
entonces fueron a la casa y recordó que si le había dado constancias, y al notar
que no podía haber duplicidad y que Abad Uyeki (el acusado) habría actuado de
mala fe porque prácticamente lo engañó, es que deja sin efecto la constancia y le

extendió una nueva constancia de posesión a favor de la señora (la agraviada).
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Respuestas, al contrainterrogatorio de La DT del acusado. Manifiesta que la 

señora (entiéndase la agraviada, Paredes Miñano) le solicitó en el año 2009 una 

constancia de posesjón, por lo que fue al terreno y este ya tenía una escalera que 

bajaba al lote, incluso ya estaba demarcado; que los criterios para emitir una 

constancia de posesión es una solicitud verbal del solicitante y una inspección de 

vista donde se encuentra el predio; que el motivo por el cual en el año 2012 

expidió una nueva constancia de posesión a favor de la agraviada, es que a veces 

las personas para tener continuidad de su posesión es que a veces lo solicitan; 

que para entregar dicha constancia nuevamente fue hacer la inspección, el 

teneno no estaba construido pero si se había hecho algunas mejoras, no recuerda 

que mejoras. 

Precisa que no recuerda que lotes colindaban el año 2009 y 2012; que en el 

2015 ya estaba construido y si había lotes que colindaban en la parte alta, pero 

en el año 2009 y 2012 no habían lotes en la parte alta; que los vecinos por donde 

ingresaron para la inspección que Abad Uyeki (el acusado) solicito eran su los 

primos. quienes le abrieron la puerta; que por el engaño que sufrió por parte de 

Abad Uyeki (el acusado), no lo ha denunciado, sino por el contrario éste fue 

quien lo denunció ante la ODECMA, poniendo hechos falsos, haciéndole daño 

porque le había dejado sin efecto su constancia de posesión. 

Testigo de la defensa técnica del acusado. 

d) EXAMEN DEL TESTIGO: FRANCISCO SANTIAGO RUIZ

VASQUEZ, identificado con DNI Nº 32844662.

Respuestas, al interrogatorio directo de la DT. Señala que se dedica a la 

construcción civil. es maestro de obra, tiene 17 de albañil y 20 de maestro de 

obra; que durante el tiempo que tiene como maestro de obra no ha tenido 

denuncias ni ha sido sentenciado por falso testimonio; que conoce a la persona 

de Abad Uyeki (el acusado) porque en el año 1992 trabaja para la tía de éste, 

en la playa tortugas, y como el acusado iba veranear a dicha playa, es allí 

donde lo conoció y éste le dijo para hacer un trabajo, en su terreno que colinda 

con el de su tío Watanabe; que ha realizado un trabajo de un muro de 

contención de piedra de la misma playa, con arena y cemento y unas escaleras 

que suben a una plataforma, unas columnas, un silo, el muro tenía una longitud 

de 20 metros por 350 de altura por 5 de ancho, sobre esa plataforma se ha 

hecho una casita de madera con techo de etemil y fibra forte. 

Precisa que, para dicha construcción se habrá demorado desde el año 1993 a 

1994. durante ese tiempo no ha ido nadie a reclamar, ninguna autoridad; que la 

construcción se encuentra ubicada en las orillas de Galilea (playa tortugas). que 

dicha zona para llegar hay una bajada que da a la playa, y esta la casa del señor 

watanabe que colinda con la casa del Abad Uyeki (el acusado), no habia otro 
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ten-eno que colinde, todo era tierra, pero pasando como unos 50 metros había 

otro muro que era de la sefiora Watanabe; que le pagaron por el trabajo dos mil 

quinientos soles; que construyó un promedio de 20 metros y el silo estaba 

pegado al muro, tiene su tapada; que sobre el terreno solo ejercia posesión 

Abad Uyeki (el acusado). 

Respuestas, al contrainterrogatorio del MP. Manifiesta que, no vive en Casma 

sino en Chimbote, que el trabajo que ha hecho referencia lo realizó como 

albañil, y ultimo ya como maestro de obra. y tenía un ayudante; que para dicha 

obra no es necesario un maestro de obra, sino un albañil no más; que el lugar 

era un cerro en orilla de la playa, incluso cuando sube la marea choca en el 

muro, con las piedras han armando el muro, el cerro era de arena y tierra; que 

el señor (el acusado Abad Uyki) quería que el muro sea en la orilla de la playa, 

y él se había especializado en hacer muros a la orilla de la playa; que ha 

construido un muro y una casa de madera; la construcción le demoro doce 

meses aproximadamente, aho1ita un albañil diario gana como uno 70 soles, 

antes se ganaba menos; que no conoce a la persona de Paredes Miñano (la 

agraviada); que para construir el muro, en la parte de arriba hay una 

platafonna, por donde se baja, había agua pero esta no era de Abad Uyeki (el 

acusado), no recuerda de quien era, era un área libre; que ha trabajado en una 

sola vez para Abad Uyeki en dicho lugar, pero en varias temporadas, en el año 

varias veces, no ha sido continuo; que desconoce si para construir el muro 

había licencia. solo Abad Uyeki (el acusado) le dijo que construya. 

Re-directo del MP. Alega que los doce meses que ha trabajado para Abad 

Uyki, no ha sido trabajos continuos sino por momentos, además que cuando 

realizaba trabajos en la casa de Abad Uyki (el acusado) también estaba 

realizando trabajado en la casa de la tía de éste, porque si hubiera sido continuo 

lo hubiera acabado en tres meses no más. 

Re-contrainterrogatorio de la DT. Ninguna pregunta. 

1.5. Oralización de medios probatorios (documentales). 

Continuando con la secuela del proceso, se procedió a la oralización de las 

documentales admitidas en la etapa previa al juzgarniento (etapa intermedia), ofrecidas 

tanto por el MP, y de la defensa técnica del acusado. Ambos sujetos procesales 

legitimados cumplieron con indicar -de manera precisa- la utilidad probatoria de cada 

documental ofrecida, así como refutar las mismas en su oportunidad. 

1.5.1. Del Ministerio Público: 

• Constancia de posesión de fecha 19/12/2008. En esta documental, expedida

por el Juez de Paz de Casma, se precisa el área que es inexistente, se dice que
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csi:aba siendo habitado por el acusado desde el año 2008, pero el acusado es 
posesionario en el 2012. Existe una contradicción evidente. DT: es un 
documento público por el contrario acredita la posesión del acusado. 

• Acta de verificación 16/03/2014. Se dice que el acusado tenía posesión desde el
año 2013, y ya no desde el 2008. Acredita, entonces, de acuerdo a lo constatado
que existía diversos bienes, lo cuales posteriormente fueron hurtados por el
acusado. DT: acredita la posesión continua, pacífica y pública del bien sub litis
por parte del acusado; asimismo que desde el año 2014 ya había la
infraestructura, y el hecho materia de acusación es de 2015.

• Licencia de Obra 385-2015-MDCN. Recién se le otorga la licencia para
construir un cerco perimétrico para un área de 59.51 metros. lo cual difiere con
la otra documental ( constancia de posesión), pues se evidencia contradicciones
en todas las documentales expedidas a favor del acusado. DT: acredita la
posesión del acusado sobre el bien, pues el 16/03/2015 se encontraba en
posesión, y la razón de la licencia era para separar el bien de la parte de arriba
con la parte de abajo, que es el bien del acusado materia de litis.

• Constancia de posesión 16/03/2015. Acredita que el mismo día en que se le
concedió licencia de construcción de cerco perimétrico, el mismo funcionario
otorgó documentos a favor del acusado. DT: considera que tales documentos
acredita la posesión del bien que tenía el acusado.

• Acta de constatación Policial de fecha 28/03/2015. Se observa que la puerta de
ingreso estaba forLada, que la escalera estaba cortada, y la construcción de una
pared que dividía los niveles del primero y segundo; por tanto, corrobora la
imputación penal que hace el MP contra el acusado. DT: se señala Mz. F lt. 7B.
cuando el ingreso al lugar difiere del lugar materia de controversia. y la fecha de
constatación difiere de lo indicado por la agraviada, quien señaló en el juicio que
lo hicieron después de tres horas.

• Acta de constatación policial con presencia del MP de fecha 16/04/2015. En
dicha diligencia se pudo constatar que no hay acceso directo al predio materia de
litis (7-b) sino únicamente por la casa de la agraviada, pero curiosamente el
acusado señala que lo hizo por la casa de su hermano: lo que era imposible para
el ingreso de materiales. Asimismo, se debe tener en cuenta que respecto a los
servicios básicos de agua y luz, el acusado en dicha diligencia señaló que su
hermano era quien le facilitaba tales servicios. Igualmente se precisa en la
diligencia que la escalera lo instaló la agraviada; se constató que las chapas de
las puertas habían sido violentadas. y además en el predio materia de litis se

� encontró instalado servicios de clave DIRECTV y servicio de telefonía CLARO.
Q ,; lo que corresponde a la agraviada. DT: que una constatación policial jamás

jurídicamente se puede equiparar a una declaración indagatoria, se transgrede el
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acto de inspección con una declaración indagato1ia. Asimismo, el MP en su 

aJegación inicial señaló que personas, entre estas, el acusado salieron corriendo, 

pero también señala ahora que no había salidas. Considera que quien miente es 

la agraviada y no el acusado: que respecto a las chapas se debe tener en cue,ta 

que se realizó una inspección anterior por parte del personal policial, pero no se 

ha aislado la escena del crimen: por tanto. lo argumentado por el MP debe ser 

tomado con las reservas de caso. 

• Constancia de posesión Nº 066-2014-GGVR-MPC. Se acredita la posesión

otorgada por la entidad que corresponde a favor de David ls"ac Mari"tegui

Giles, esposo tle la agr{lviada, quien también está considerado como agraviado,

entidad que estaría facultada para entregar constancias de posesión. DT: la firma

parece un escaneo, es una copia simple, la valoración de dicha documental lo

que deja a criterio del Juzgado.

• 2 constancias de posesión otorgadas por el Juez de Paz del Distrito de

Comandante Noel, de fecha 29/3/2012/ y J0/12/2009, respectivamente. En

tales documentos se anota que se constata la existencia de un cerro rocoso, más

no de un predio. DT: son copias simples, no son copias fedeatadas. se señala la

existencia de cerro rocoso por el lado derecho, no debe ser valoradas pues wn

copias simples.

• Contrato de trabajo. 14/10/2014. Se demuestra que la agraviada fue quien

construyó el ambiente materia de litis. DT: según la declaración de la agraviada

lo había iniciado en el año 2006. pero no guarda relación con lo indicado en el

documento, es un contrato de copia simple, no están legalizada las firmas, no

puede tener valor probatorio.

• Resolución Nº 01 expedida por el Juzgado de Paz de Comandante Noel. A

través de dicha resolución, el Juez de Paz resuelve dejar sin efecto la constancia

de posesión otorgada a favor del acusado, subsistiendo las constancias de

posesión otorgadas a favor de la agraviada Paredes Miñano. DT: la resolución

expuesta por el MP es un escaneo, no es original, debe tomarse con las reserva

del caso tal documento. pues el mismo Juez de Paz fue quien entregó constan�ia

de posesión a favor del acusado.

• Plano de Ubicación v Localización. A través de dicha documental se localiza el

lote 7-B que es una prolongación del lote Nº 7 que pertenece a la agraviada;

pero, del lote Nº 7-B la agraviada no podría tener propiedad de die/ro bien, por

eso solo se le otorga constancia de posesión. DT: no existiría posesión legítima,

pues incluso la agraviada pasaría a tener la condición de imputada ante una

denuncia de la Marina de Guerra del Perú, es una copia simple, la firma no

puede dar fiabilidad al documento.
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• Oficio Nº 002-2015-MDCN-JP. Se acredita que el ingeniero Juan Carlos Bazuri

Chinchay, recién ingreso a trabajar en el mes de enero del afio 2015. DT: el

oficio que indica el MP, no se tiene oficio de referencia, no se tiene

conocimiento de qué tipo de información solicito la PNP, no se indica de que

periodo ha solicitado información; la información no es precisa es inexacta.

• Constancia de posesión de fecha 25/05/2015. Co1Tobora la tesis sostenida en 

juicio. en el sentido que la agraviada ha venido ejerciendo posesión del predio

materia de litis. DT: la firma del ingeniero Bazauri Chinchay, es un escáner, la

solicitud es anterior a los hechos materia de litis. la constancia es posterior al

hecho materia de imputación, porque ya la agraviada se encontraba en posesión.

• Resolución Nº 038-2015-A/MDCN. Acredita que la Municipalidad Distrital de

Comandante Noel, resuelve dejar sin efecto legal la constancia de posesión y

licencia de construcción otorgada a favor del acusado. DT: es un documento

escaneado, no es original, no es fedeatado, la razón del porque se deja sin efecto,

es por la denuncia de la agraviada, pero no debe ser valorada como documental

por ser un escáner simple.

• 5 tomas fotográficas. Se puede visualizar la construcción de cómo habría

realizado la agraviada, se advierte la escalera para tener acceso al mar; es más el

propio acusado en la inspección aceptado que fue 1a agraviada quien puso la

escalera; son tomas antiguas antes de la construcción del predio en dicho I ugar.

Por tanto, acredita que el bien nunca fue construido por el acusado, sino por la

agraviada. DT: son fotografías de un facebook pero no hay fecha y hora. sobre

la chapa extraída es de otro lote, de otro bien, además que esta tomas

fotográficas ha sido realizadas después de 20 días; no se puede afirmar que la

puerta que se estaba haciendo en un taller, sea la misma puerta que aparece en la

otra toma fotográfica respecto a la casa.

• 34 Boletas de compra. Se acredita que la agraviada habría adquirido bienes, así

como los materiales de construcción, todas son antes de la construcción de su

domicilio materia de litis. También acredita que la agraviada ha adquirido todos

los materiales de construcción para el predio materia de litis, lo que no ha

demostrado el acusado. DT: el televisor difiere con Jo indicado por la agraviada

respecto a las pulgadas. asimismo las boletas están a nombre de una persona

jurídica, no vinculan en nada para asumir que tales cosas se han utilizado en el

predio materia de debate; las boletas sobre material de construcción son del 2014

y la agraviada dijo que la construcción al empezó en el 2006. no se especifica la

dirección y también se ad"ierte dirección distinta: en suma, las documentales

pertenecen a una persona jurídica y no a la agraviada.
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• informe de la Empresa Claro. Acredita que el esposo de la agraviada era

quien habría contratado servicios desde el año 2012 de dicha empresa. DT: no

se señala la dirección, debe tener en cuenta que no se precisa el lote.

• Ficha Registral Nº 11003629. Acredita la existencia de la persona jurídica, que

ha sido considerada como agraviada en el delito de hurto agravado. DT: se trata

de una copia simple, no es una copia literal de dominio, no es tampoco una copia

informativa.

• Antecedentes Penales. El acusado registra antecedentes por el delito de

falsificación de documentos, hurto agravado, apropiación ilicita. DT: los

antecedentes que indica el MP son del año 2013 y 2004, y otro es del año 1990,

por tanto ya estaría rehabilitado, no obstante, se debe merituar que se encuentra

proscrita la responsabilidad penal objetiva, pues lo que se juzga es un derecho

penal de acto, y no de autor.

• 3 comprobantes de pago de impuesto predial. Se acredita que la agraviada no

solo es posesionaria del bien materia de litis, sino también paga sus tributos en la

Municipalidad Distrital de Comandante Noel. DT: las documentales son

posteriores al hecho materia de imputación.

• 16 tomas fotográficas. Entre estas, existen tomas fotográficas que acreditan la

presencia del acusado en el predio materia de litis, y que la fachada como la

puerta corresponde al predio, según lo alegado por la agraviada. DT: para nadla

acredjta la posesión de la agraviada, en una toma fotográfica se advie1te la casa

de madera. por el contrario con tales documentales se acredita la posesión

pública, pacífica y continua que venía ejerciendo el acusado.

• Oralización de declaración previa de testigos.

Testigo, Freddv Humberto Tuesta Chicana. Es un testigo presencial de los 

hechos, señala al acusado como la persona que estuvo en la casa de la agraviada. 

DT: No se cumple los presupuestos del A1t. 383 º del CPP. 

Testigo, Juan Carlos Bazauri Cbinchay. El testigo refiere que nunca trabajó 

en marzo del 2014, sino desde diciembre del 2014, y que los datos consignados 

en su constatación no fueron constatados sino dictados por el acusado. DT: no 

se ha acreditado que ha sido debidamente emplazado la defensa técnica para 

dicha declaración. De igual fo1111a, el f'v1P antes de prescindir debió indicar las 

causales para ello, solo se prescindió el MP; asimismo, se señala que las lw1as 

de la pue11a no estaban rotas. la declaración del testigo debe ser tomada con la 

reserva del caso. 
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Testigo, Jonatan Nicolas Flores Claviio. El testigo señala que el acusado lo 

contrató cuatro días antes de los hechos para realizar la construcción de una 

pared en la casa materia de litis de la agraviada; lo que corrobora la imputación 

penal en el sentido que el acusado ingresó con la finalidad de usurpar el predio 

materia de litis. DT: el testigo en su declaración narra sobre un hecho de que una 

persona ha sido despojado, al contrario la agraviada es quien ha llegado con 20 

personas y han actuado con violencia. También señala la defensa técnica que, de 

acuerdo a este testigo, la puerta estaba en buen estado e incluso el acusado 

contaba con una llave, el testigo indicó que los amenazaron buscaban al acusado 

pero no les golpearon, posteriormente después de 2 o 3 meses, la agraviada 

concurrió al domicilio del testigo para decirle que no se meta en problemas, a lo 

que solo le pidió sus herramientas; el citado testigo también mencionó que no 

había los artefactos que indica la agraviada, sino una cama nueva. por el 

contrario acredita que la agraviada con el apoyo de una turba de más de 20 

personas, despojo de la posesión al acusado. 

1.5.2. De la defensa técnica: 

• Constancia de posesión de fecha 28/02/2013. Acredita que el acusado se

encuentra en posesión del predio materia de litis. MP: En igual argumento que

:ndicó en su oportunidad el abogado defensor, se trata de una copia simple,

además no se ha acreditado que la persona que ha expedido dicha constancia sea

trabajador de la Municipalidad Distrital de Comandante I\oel, tampoco se hace

referencia alguna en el sentido que haya realizado una constatación previa y

porque además en la propia constancia se señala que es para efectos de trámites

en Hidrandina; por lanto, no es válida para otros fines.

• Copia literal expedida por SUNARP. Con esta documental acreditan la

existencia y propiedad de los agraviados del lote Lt. 7 del sector de Galilea, del

Balneario de To1iugas de la ciudad de Casma. MP: la indica documental no

debe ser valorada, porque el referido lote 110 es materia del presente juicio.

• Oficio Nº 077-2015-MDCN/GM. Acredita que el acusado es posesionario del

Lt. 8 del sector de Galilea. del Balneario de Tortugas de la ciudad de Casma.

'1P: considera que tal documento acredita la tesis sostenida por el MP. pues

incluso se indica que el lote 7-B, materia de juicio, está registrado a nombre de

la agraviada y su cónyuge.

• Resolución Gerencial Nº 163-2016-GGUR-MPC. A través de dicha resolución

1a Municipalidad Provincial de Casma, indica que es un imposible jurídico lo

solicitado tanto por el acusado como por la agraviada sobre certificación de

posesión, pues se señafo que el predio materia de litis no es parte de la

lotización del balneario de tortugas, y por ende se ubica en una zona restringida

según la Ley Nº 26856. Así, deja sin efecto la constancia de posesión Nº 066-
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2014 otorgada a favor de David Isaac Mariategui Giles, quien es esposo de la 

agraviada Paredes Miñano. Entonces, debemos de entender que las constancias 

de posesión otorgada a la agraviada Paredes Miftano, son nulas de pleno 

derecho. MP: precisa que el área materia de litis no puede ser regi5trada, por 

eso declara improcedente la solicitud tanto del acusado y la agraviada, por tar.to, 

tal resolución no tendría pertinencia ni utilidad respecto al hecho materia de 

juicio oral. 

• 1 toma fotográfica. Acredita los bienes del acusado y que estos están dentro del

predio materia de acusación. MP: no se ha acreditado que sea el predio mate1ia

de litis, además que los bienes que señala la defensa técnica sean de propiedad

del acusado, lo que se acredita es que es un ambiente y existe un sillón, ademits

la fotografía está en blanco y negro.

1.6. EXAMEN DEL ACUSADO: SEVERINO TEOFILO ABAD UYEKI, 

IDENTIFICADO CON DNI Nº 32841391. 

Se deja indicado que el acusado decidió brindar su declaración en el plenario. lo 

que se tiene asidero legal en el Art. 371 ° inc. 3 del CPP. Pues, en cualquier 

estadio del acto oral, pero antes de culminar la actividad probatoria, puede ser 

in ten-o gado. 

Respuestas, al interrogatorio del MP. Refiere que se dedica a la actividad 

laboral de transporte a nivel nacional. que si ha construido el predio materia de 

litis ubicado en el Balneario de Tortugas, donde aparece en la foto; que el 

domicilio empezó a construirlo en el año 1994 y se termino en noviembre del 

año 2014; que para construir el domicilio iba a algW1as veces a controlar la 

construcción; que los materiales de construcción lo compré él en Cbimbote pero 

no recuerda el nombre de la tienda, no recuerda la cantidad de bolsas de 

cemento, o fiero; que el material para la construcción, lo trajo a tortugas de 

Cbimbote, y lo paso por el pasadizo de la casa de su hermano Watanabe, donde 

también se hizo la inspección; la fecha no recuerda, no recuerda las fechas, 

además la escalera no la mando hacer, y la pusieron para poder bajar a su 

domicilio, pero no recuerda las fechas; que el lugar de acceso para su domicilio 

fue bloqueado por la casa del comandante, donde está la escalera, además est.á 

casa se ubica en un pasaje peatonal, la casa del comandante se ha construido a 

fines del año 2014; que a la agraviada lo ha conocido recién el día de los hechos, 

que a quien lo ha visto algunas veces es al esposo de ésta; que no conoce al 

comandante Tuesta Chicama; que el día de los hechos se encontraba en su 

posesión, esto es, en el predio Mz. F lt. 08, del balneario de tortugas, y se trata 

del mismo predio materia de litis, es decir, es el mismo lugar fisicamente. 

Respuestas, al interrogatorio de la DT. Señala que viene ejerciendo la posesión 

del predio materia de litis desde el año 1993, y tiene diversos documentos 
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expedidos a su favor, como es el pago de autoevalúo, constancia de posesión del 
2008, ha solicitado la conexión de luz eléctrica; que hizo una denuncia por 
usurpación agravada contra la supuesta agraviada Paredes Miñano, porque ese 
día llegaron 20 delincuentes donde la agraviada le decía mátenlo, por eso me 
buscaban, y con palabras soeces lo buscaban; que para ingresar estas persona 
twnbaron la pared, que se había construido un día anterior, después se metieron 
a la casa. y hacían lo que querían, y los delincuentes, es decir, esas personas se 
quedaron dentro de la casa, luego .salieron por un costado de la casa caminando, 
porque no se puede correr porque ni siquiera se puede caminar; que además ha 
denunciado al Juez de Paz de Comandante oel, porque antes de expedirle la 
constancia de posesión le pidió dinero, 200 soles, y él (el acusado) le dijo que no 
le iba a dar ni un sol porque era su predio. 

Asimismo, indica que tiene un proceso civil ante el Juzgado Civil de Casma con 
la agraviada, por mejor derecho de posesión. donde se ha solicitado a registros 
público título de propiedad, asimismo después de sucedido los hechos se ha 
reunido con los agraviados, pues estos le quisieron comprar la posesión del 
predio. después del problema, incluso le dijeron eso al señor Fiscal, y debe estar 
los correos electrónicos en la carpeta Fiscal; que no se llegó a concretizar el 
contrato porque el señor Mariátegui Giles (esposo de la agraviada) si quería, 
pero la señora (la agraviada Paredes Miñano) no quería. decía que tenía plata y 
que de todas maneras le iba a quitar el predio: que tiene fotografias donde está 
en el predio con su familia. 

Respuestas, a las preguntas aclaratorias del Juzgado. Manifiesta que en efecto 
existe un proceso civil por mejor derecho de posesión por el predio materia de 
litis, pero aún no se resuelve, pues lo último es que se había cursado oficio para 
ver a quien le pertenecía el lote. Además, los supuestos agraviados le quisieron 
comprar el predio materia de litis, para lo cual le enviaron a su correo un 
contrato, donde figuraba el nombre de la empresa AGROMAR. 

:: 1.7. Prueba de oficio. 

El� En este extremo, debemos subrayar que al amparo de lo regulado en el Art. 385 º inc. 2 
... H, 

[ del CPP, ante la necesidad de tener mayor información de calidad, y en especial, por la 
2;� información alegada por el Ministerio Público y la defensa técnica del acusado, sobre el 

��� predio materia de litis. ubicado en la Mz. F, Lote Nº 7-B. sector de Galilea del 

i2 ¡ balneario de Tortugas de la ciudad de Casma. Por tanto. mediante resolución judicial. se 
Si � dispuso recabar información sobre dicho b.icn tanto a la Municipalidad Provincial de 
� � Casma como a Capitanía de Puerto de la ciudad de Chimbote; ambas entidades 

cumplieron con remitir la información debidamente documentada. 

Se recibió las siguientes documentales: Copia certificada de la Resolución Gerencial Nº 

O 163-2016-GGUR-MPC; lnfonne Técnico º 0003-2019-ING-EPC-SGOPHC-GGUR-
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MPC, y carta Nº V.200-042 l. Esta información -documentos- fue puesta en 
conocimiento de los sujetos procesales antes mencionados, sin ningún tipo de 
cuestionamiento. Asimismo, mayores argumentos del porque dispusimos actuar prueba 
tk oficio, lo haremos más adelante, en el aparato correspondiente. 

-
11
1!!

� � J � 1.8. Alegatos de clausura. 

,: ·: ·� � En este extremo, cada uno de los sujetos procesales legitimados señaló sus pretensiones 
\ · :d � finales, argumentando -en puridad- que: 

l·it.it
&_J ,J ,,n 

..,.__�_., ,fi�;: 
<.'.lUJ�� 
c:i •P,-.,, 
"' "' � 

a) MP. Considera que, se ha acreditado fehacientemente la responsabilidad penal
del acusado por los delitos materia de acusación, en base a toda la actividad

' 

probatoria. como es las testimoniales dadas en este juicio oral, entre estas, la
declaración de la agraviada Paredes Mifiano. conforme a su versión detalladas
que dio en el plenario; que también ha declarado la persona de Valdez Inga (Juez
de Paz), quien señaló que las constancias de posesión entregadas al acusado
fueron dadas de manera irregular, por ello -posterionnente fueron dejadas sin
efecto; que también se tiene la propia declaración del acusado que corroboración
la imputación penal, pues éste no ha podido acreditar de manera alguna como ha
tenido la posesión del bien materia de litis, tampoco de que manera construyó
dicho lugar, solo menciono que contrato a una persona (albañil) para la
construcción, pero no existe documentación al respecto.

Asimjsmo, indica que el propio testigo y acusado señalaron que salieron por la
paite de arriba del predio, estas versiones deben valorarse pues corrobora la
teoría del caso propuesta por el MP. En suma, el acusado no poseyó el bien,
pues todas las documentales: los pagos de autovaluo, bienes, constancia d!e
posesión, se ha acreditado la posesión del predio lo tenía la agraviada, incluso se
ha acreditado de forma histórica, la existencia de la casa, el acceso al mar por
una escalera metálica construida por la agraviada; escalera que estaba dei;de
antes que se construya el domicilio; por el contrario, el acusado no ha podi.do
demostrar posesión alguna del bien inmueble, por ello debe valorarse las tomas
fotográficas, el acta de constatación Fiscal, donde se deja indicado que se
encuentra violentada la chas de la puerta y una escalara de metal cortada, y e:s
ahí donde el propio acusado ha aceptado que corto la escalera, entonces se
con-oborada los hechos que imputa la Fiscalía; además se dejó constancia que el
ingreso al predio materia de litis es por la casa de la agraviada y no existe otro
acceso.

De otro lado, se debe valorar la declaración del testigo ofrecido por la defensa
del acusado, quien indicó que la construcción duro tres meses de trabajo, y que
cobró por la construcción de la casa 2 500 soles, lo cual de acuerdo a la máxima
de la experiencia que no es posible que haya cobrado dicho monto por la
construcción de una casa, como es el bien inmueble materia de litis, siendo que
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b) 

e) 

tal declaración del testigo es a favor y por el contrario corrobora que el acusado 

nunca fue posesionario. Las constancias de posesión dadas a favor del acusado 

fueron declaradas nulas, porque el ingeniero Bazauri Chinchay aún no laboraba 

en la Municipalidad Disn·ital de Comandante Noel, es decir, se ha demostrado 

que no existe ningún documento del acusado que acredite la posesión que indica, 

solo se tiene su versión. 

Asimismo, lo que está acreditado que la posesión de facto o hecho del predio lo 

ha tenido la agraviada, y ante la ausencia <le la misma, fue aprovechado por el 

acusado para tomar posesión del predio. incluso el acusado realizó pintado de la 

casa de otro color para pretender darle una apariencia distinta, con el fin de dar 

la apariencia de poseedor del bien materia de litis. El acusado nunca tuvo las 

llaves de la casa, y eso ha sido indicado por el mismo Juez de Paz (Valdez Inga). 
También para corroborar la posesión de la agraviada se tiene el reporte de la 

antena claro. donde se indica que dicho servicio estaba a nombre de la esposo de 

1a agraviada; también en la constatación de la policía se advierte conexiones que 

proviene del predio de la agraviada, y era de los servicios que tenía ésta. Con la 

constatación policial, no solo se acredita el delito de usurpación sino también el 

delito de hurto agravado. 

Otro dato a tener en c11enta que de acuerdo a las documentales (constancias) 

entregadas al acusado, por las fechas. se advierte que todas tienen una sola 

fecha, mes de marzo. situación que fue advertida y en mérito a ello es que se 

deja sin efecto tales documentales, pero demuestra la intención del acusado de 

apoderarse de un bien que no le pertenecía, y que todos los actos que realizó era 

con dicho fin. Con relación al delito de hurto agravado, se ha adjuntado diversas 

las boletas de venda que acredita la compra de los bienes materia de sustracción. 

En ese sentido, existe suficiente actividad probatoria para desvi1tuar la 

presunción de inocencia que le asiste al acusado, pero además que no existe 

documento alguno que acredite posesión del predio materia de litis. Precisa que, 

en este caso no se 11ecesita acreditar que tipo de posesión ha te11ido la 

agraviada para que su derecho sea amparado por el derecho penal, en el delito 

de usurpación. Finalmente, solicita que el acusado sea condenado con las penas 

solicitadas en su requerimiento acusatorio. 

Uso de la palabra de la agraviada. La agraviada concurrió al acto oral. Si bien 

no se constituyó en actor civil, al amparo de lo regulado en el Art. 386º inc. 3 

del CPP. se le concedió el uso de la palabra. Así. alegó que la casa que se está 

discutlendo es su casa, y lo ha construido, y ha presentado todos sus 

docwnentos. En honor a la verdad, es su casa. 

DT. del acusado Abad Uveki. Considera que con relación al delito de hurto

agravado, la agraviada no es una testigo presencial de la supuesta sustracción de 

!os bienes, ésta no ha señalado ni ha dicho que observó al acusado trasladar sus
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bienes muebles, tampoco ha mencionado si un vecino o testigo observó al 

acusado sustraer bienes del interior del bien materia de litis, entonces, solo 

existe una sindicación de la agraviada pero el MP no ha probado con medios 

probatorios ni directos ni indirectos. Ahora, el MP pretende corroborar sus tesis 

con boletas de Jos bienes, pero ello será para acreditar la preexistencia de lo 

sustraído, además se adjunta una boleta de un televisor y difiere en el tamaño y 

la marca; pues, lo único que el MP pretende acreditar que el acusado se 

encontraba en dicho lugar. lo que ha sido indicado por el acusado quien señaló 

que se encontraba en dicho lugar por ser su vivienda. No existe elementos de 

prueba objetivos y contundentes. 

El MP oralizó la declaración de un testigo, quien indicó que solo se encontraban 

trabajando en el predio materia de litis, y cuando llegó la agraviada con 50 

personas más no identificadas se retiraron, es más estas personas utilizaron 

violencia y por eso se deja indicado en las actas de constatación. es así que el 

acusado es despojado de su posesión. No existe medio probatorio que desvirtúe 

la presunción de inocencia del acusado. El MP pretende acreditar su teoría dd 

caso con la propia declaración del acusado y la versión de la agraviada. Solo se 

presume que el acusado haya sido la persona que sustrajo los bienes. La 

presunción de inocencia se presume y la responsabilidad penal se prueba, no se 

puede invertir los principios constitucionales. 

Respecto al delito de usurpación, el MP ba indicado que ha acreditado la 

posesión de la agraviada sobre el predio materia de litis, empero la misma 

situación jurídica que posee la agraviada también lo tiene el acusado. Considera 

que las documentales del MP, acredita que tanto el acusado y la agraviada. tienen 

documentos que demuestran su posesión del bien inmueble. Pero. el MP no ha 

acreditado que la agraviada tenía posesión antes del bien materia sub I iti s. 

Ahora, de acuerdo a la documental Resolución Gerencial Nº 0163-2016-GGUR­

MPC, incluso actuada como prueba de oficio, siendo que esta resolución no fue 

impugnada por ninguna de las partes, acusado y agraviada, pero además se 

señala que no se puede lotizar el predio materia de litis por ser un bien de 

dominio público, lo cual también se señala en el [nforme Técnico Nº 0003-

2019-TNG-EPC-SGOPHC-GGUR-MPC. 

Siendo así, de acuerdo a las normas de Código Civil, un bien de dominio 

público, es inalienable e intransferible, un claro ejemplo de ello sería la plaza die 

annas. En conclusión, de acuerdo al Código Civil, donde se regula los diversos 

tipos de posesión, la agraviada Paredes Miñtmo habría tenido una posesión 

ilegítima del bien materia de litis, y por tanto, este tipo de posesión no tiene 

efectos jurídicos, y por ende no resulta sujeto pasivo del delito la supuesta 

agraviada. En tal virtud, solicita la absolución de] acusado por ambos delitos. 

página 21 



Última palabra (defensa material). 
Al respeclo, el acusado Abad Uyeki. no concurrió a la última sesión del juicio oral. 

Ante ello, se le consultó a su abogado defensor privado, si el acusado iba hacer uso de 
su derecho a la defensa material o última palabra; a lo que respondió que lli!., siendo 

suficiente con lo alegado en su defensa en el plenario. conforme ha quedado registrado 

en el sistema de su propósito. 

11. FUNDAMENTOS JURÍDICOS PENALES.

En principio, conforme lo indicamos anteriormente, nuestros argumentos justificativos 

serán anotados a través de diversos ítcms. Estos han sido ubicados de manera 

sistemática y su desarrollo lo haremos didácticamente. El objetivo principal, no el 
único, es explicitar las razones que justifican la conclusión (decisión). Consideramos. 

que el caso sometido a debate, no es un tema simple o común, sino por el contrario sui 

géneris (entiéndase como peculiar). De ahí que, es necesario realizar una estructura 

argumentativa para un mejor entendimiento de los sujetos procesales legitimados. y por 
qué no, del justiciable común. Pues. toda decisión judicial, por lo general, encuentra 

cie11a repercusión o trascendencia en la Sociedad, más allá del nivel jerárquico de quien 

la dicte. 

"'.'Jucstra línea argumentativa será precisa pero clara, concisa pero entcndible. sm 

alejarnos del rigor técnico-jurídico que exige toda sentencia penal. Ciertamente, de 

acuerdo a la estructura propuesta, la selltencia a dictarse es absolutoria. Pasemos a 

desarrollar la estructura propuesta. 

2.1. Cuestión previa: fa imputación penal e ltipótesi5 jurídicas materia de 

acusación. 

Es merecido indicar la tesis incriminatoria que trajo el MP a juicio oral. Pues. los datos 

históricos son los que soportan la teoría del caso alegada por dicho Ministerio. No 

obstante, la sola imputación penal per se no genera condena penal. Son, dos, los hechos 

materia de imputación: 

Primer hecho: 

Al acusado Severino Teojilu .-1bad {'.\·eki. se le incrimina el hecho de haber d11spojado de la 

posesión a los agraviados tina habel Paredes Miñano _v Dm·id Isaac .\fariá1egui Giles. que 

venían ejerciendo sobre el predio sirnada en la M:. F. /o,e Nº 7-8 del sector di! Galilea del 

balmwrio de Toriugas de la ciudad de Casma. para lo rnal el acusado 111gresú violemando la 

chapa de la puerw de mela/ de ingrl.'SO, y una ve= en el inlel"ior. ,-eali=ó modificaciones a fin 

de aparentar que él ejerce poses1ú11. incluso reali:ó trabqjos de pimura de la fachada y la 

cons1rucció11 de 1111 muro de concreto. aditmás solicitó al Jue: de Pa= del lugar, le expida la 

correspondiente constancia de posesión. la cual le fue nlorgada en 1111 primer mumemo 

Es los hechos se habrían su.scilado emre los días del 15 al 2 7 de mar:o del wio 2() / 5. 

aprorechando que los agraviadoy no se encontraban en el predio. Así, el día 28 de mar=u del 
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20 I 5. al lomar conocimiento los agraviados di! lo sucedido. se Iras/ad aron hasta su predio y 
recuperaron su posesión. 

Segundo hecho: 

Asimismo. se le atribuve al acusado Severino leojilo Abad u:veki. que durante los días en 411e 
despojó de la posesión a los agraviados del predio ubicado en M::. F. !ole N"' 1-B del secror 
de Galilea del balneario de Tortugas de fa ciudad de ('asma. haber susrraído diversos 
enseres que se encontraban en el interior del referidn predio, entre es/os. dos muebles so((¡ 
cama. una TI' LCD dt' 50 pulgadas marca Miray. un equipo de sonido con cuatro parlantes 
de marca Pc111asonic. una r.:oóna de mesa con dos hornillas marca Sierra. un hamo 
microondas marca Panaso11ic. unfriohar marca Mabe. una mesa dC' madera y vidrio de c,,lor 
caoba. un decodificador OirecTI '. cuya propielaria es fa empresa /-'A('?'ORiA AGROMA R 
S.A.C. represenrada por su Gerente General Ana )sabe/ Paredes Aliiiano. 

Una vez descrita la imputación penal, es menester precisar la regulación nonnativa de 
los tipos penales señalados por el MP, según nuestro Código Penal. Son: 

Usurpación Agra�t1da 

Arrículo 202.- Sera reprimido con pena privativa de libertad no menor de dos ni mayor de 
cinco aFíos: f.., J 

2. El que. con violencia. amena::a. engaño o abuso de co,?fian::a, despoja a otro. 101111 o
parciafmen/e. de la posesión o tenencia di? 1111 inmuebfr o del ejercido de un derecho rea/_
f ... /
-J. El que. ilegitimameme. ingresa a un inmueble. mediame actos ocultos. en ausencia del
poseedor o con precauciones para asegurarse el desconocimiento e/,:, quienes tengan derecho
a oponene.

Arlíc11l0 20-J.- Fm·mas agravadas de usurpación: La pena privmiva de fiber!ad será no 111e11,;r 
de cua11·0 ni mayor ele ocho años e inhabilitación. según corresponda. cuando la 11surpachi11 

se comete: f. .) 
6. Colocando hitos. cercos perimétricos. cercos vivos. paneles o anuncios. demarcaciones
para loti::ado. insralación de esteras. pfáslicos u otros materiales.

Hurf(} Agravado 

Anícu/o 185.- '"El que, para obtener provecho. se apodera ilegilimamente de un bien mueble. 
rotal o parcialmente ajeno. sus1rayéndolo del lugar donde se encuentra. será reprimido con 
pena privativa de liberrad no menor de uno ni mayor de tres años. f ... j. 

Aniculo 186. El agenle suá reprimido con pena privaliva de fibenad nn menor de tres ni 
mayor de seis años si el hur/0 es r.:omerido: / ... /. La pena se1·á no menor de cualro ni m,1yor 
de ocho años si el hurto es cometido: l. t::n inmueble habitado. 

:i. [i:f E� Sobre la fundamentación fác6ca, es de precisar que el hecho histórico e inmutable, lo 
�·� fija el MP, y por tanto, el Juzgador se encuentra vedado de modificarlo o alterarlo. Por 

.._....,,-...-2- eso, el objeto del proceso se concreta en el dictamen final del MP que, cuando es 
acusatorio introduce la pretensión penal, que a su vez está definida, en su aspecto 
objetivo, por la denominada fundamentación fáctica, esto es, el hecho punible, el 

� hecho histórico subsumible en un tipo penal de carácter homogéneo. Estos hechos son 
�� formulados por el MP a una persona determinada, y en su definición o concreción no 

puede intervenir el órgano jurisdiccional. El escrito de acusación formaliza la pretensión 
penal y en función a ese marco fáctico debe pronunciarse el órgano jurisdiccional 1• 

1 Queja Nº 1678-2006-LIMA. FJ: 5. (Precedente vinculante). 
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Aspecto. de orden imperativo, aplicable tanto en el antiguo Código de Procedimientos 
Penales como en el nuevo Código Procesal Penal2. 

,; }� i Entonces, la respuesta judicial debe versar únicamente sobre la imputación penal
� f � � proporcionada por el MP, cualquier desviación por parte del .Juzgador implicaría

ti;:;§ desnaturalizar el thema probandum, que no es otra cosa que el objeto de la actividad
t:1:, h. W 

� j :.i � probatoria. Por consiguiente, es pertinente señalar una situación. de suma importancia,
Ú: r: J 2 

�� f f que el propio MP fiió desde su requerimiento acusatorio e insislió durante toda su
��;o� 
� 3"'"' intervención en eJ plenario, sin modificación alguna. Señaló que, los hechos deliclivos ,, �� re 

�---,r...�..::.l:.�R consisten en que: los agraviados sott propietarios del predio ubicado en la Mz. F, lote 

w 
CI') 

"Nº T' del sector de Galilea, del balneario de Tortugas de la ciudad de Casma: si11 
embargo, el despojo de la posesión se habría dado en el "lote Nº 7-B", del cual 

según lo expuesto por el MP- los agraviados tienen posesión, v es una prolongación 

del primer lote (Nº 7), tal y conforme ha quedado registrado en el sistema de su 
propósito. Esta precisión, de sobremanera. resulta útil para el desarrollo -como hilo 
conductor común- de Los demás argumentos que sostendremos al respecto. 

2.2. La debida motivación de las resoluciones judiciales. 

Es necesario señalar que, el principio/garantía de la debida motivación de una decisión 
judicial. se encuentra regulado en el Art. 139° inc. 5 de nuestra Constitución Política. 
Por tanlo, el Juzgador debe ser leal a este principio/garantia. Para cumplir con ello, no 

se requiere -necesariamente- que la decisión contenga una motivación ampulosa o 

excesiva en sus argumentos. menos plasmada de doctrina y jurisprudencia que no 
resulte adecuada para el caso. Basta, entonces, que el órgano jurisdiccional exteriorice 
su proceso valorativo en términos que permitan conocer las líneas generales que 
fundamentan su decisión. La extensión de la motivación, en todo caso, está 
condicionada a la mayor o menor complejidad de las cuestiones objeto de resolución, 
eslo es. a su trascendencia3 . 

1 Es así que, no se habrá infringido la garantía de la motivación de la decisión judicial en 
tanto se evidencie las razones de hecho y jurídicas, aunque precisas, que provienen de lo 

l!f acontecido en el acto de juicio oral y. se cumpla además con dar respuesta, en lo 

sustancia/, a lo alegado por los sujetos procesales. No es necesario dar respuesta a todo 
lo alegado en el plenario. Al respecto. en línea jurisprudencial consolidada. el TC en la 
resolución recaída en el Exp. Nº 03223-2014-PHC/TC, FJ: 7, anotó: 

··_.¡¡ respecto. se debe indicar que es/e Tribunal viene setía/andu en su jurisprudencia que
··(/fo Cunstitución no garcmti=a 11110 delerminada extensión de la molivación. por lo que su
contenido esencial se respeta siempre que exista fundamen1ació11 jurídica. t·ongruencia e111re 
lo pedido y lo reme/to y, por si misma, exprese una s1¡/h:iente justijicnción de la decisión 
adoptada. aun si e�ta es breve u concisa. o se presemu rd s11pues10 de molivación por 
remisión[ .. f" (sentencia recaída rtn el E.xpedienle fJ 1130-WOJ-fl(', TC. fimdamemo I I J. Es/o 

' Acuerdo Plenario 1'º 6-2009/C J-II6. 
' Acuerdo Plenario 1' 0 l>-20I1 /CJ• I 16. 
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es así en lamo hay grados de motivación. pc,es la motivación ausenre resul!a inconslituciona/: 
sin embargo. la .f1111damemación jurídica que presenre una su(icieme jus/ificación que 
susrente lo resuelto no resulta inconslitucional. lo que debe ser apreciado en el caso en 
particular ((fr. sentencia emirida en el E>:peclieme 02()0-t-2010-PHCITC fimdamento 5) ". 

Por su parte, la Sala Penal de la Corte Suprema en la Casación Nº 1179-
2017/SULLANA, en el fundamento de derecho segundo, precisó: 

"La morivación debida no requiere inehrdiblemenre una argumer11ación extensa. exhaustiva o 
pormf'nori::ada que vaya respondiendo. punto por punto. a Cí::lda una de las alegaciones de las 
parles: ni imprde unaji111dame11tació11 concisa o escueta que en cada caso eslimen s,¡ficienres 
quienes ejercen la potestad jurisdiccional. Si el qjusle entre el fallo y las peticiones de las 
parles t?S sustancial y se resuelven. aunque sea genéricamente. lás pretensiones válida111l!nte 
deducidas en Juicio. no se conculca es1a garantía. pese a qua no haya pronunciamienro 
respecto de alegaciones concretas no sustanl'ia/es (JOAN PICÓ I JU/VOY: Las f{Orcmtías 
consti111cionales del proceso. J.M. Bosch Ediior. Barcelona. /997. pp.61-62/". 

Un aspecto aparte que cabe agregar es que, en los últimos tiempos se viene dando una 
mala praxis de cuestionar toda resolución judicial o fallo adverso, pretextándose 
afectación a la garantía constitucional de la motivación de las decisiones judiciales, 
cuando en puridad solo se evidencia tma disconformidad con lo resuelto por el órgano 
jurisdiccional. La garantía de la motivación, de modo alguno, puede ser utilizada para 
pretender convalidar la falta de argumentos por los sujetos procesales legitimados, 
tampoco -consideramos- para ofrecer un análisis alternativo distinto, en el 
convencimiento de que sus propias conclusiones deben prevalecer frente al criterio 
jurisdiccional adoptado4

. 

Por consiguiente, la debida motivación exige cautelar criterios mínimos que permitan 
afirmar que no adolecieron vicios en la misma5

. Pues, ésta no solo es una garantía 
central que facilita la posibilidad de controlar la actividad de los jueces en sus 
decisiones judiciales, sino además permite anular la arbitrariedad, acorde con un Estado 
Constitucional de Derecho6

.

2.3. El principio de objetividad en el Ministerio Público. 

4 STC. Exp. Nº 04063-2016-PA/fC.
' Por su parte el TC. en el cm;o Giuliana L/amoja. desarrolló los distintos supuestos en los que cabía hablar de una motivación 
inexistente, insuficiente o incongruente de una resolución judicial. Asi, se dijo que el contenido constitucionalmente protegidc• del 
derecho a la motivación de las resoluciones judiciales estaba compuesto de los siguientes elementos: a) lne.nstencia de malivaciim
o 11101ivoción aparen/e; b) Falta de motivación interna del ra:011amienro. e) De.ficíencias en la morivación ex1erna: j11s1ificacián 
de las premisas. d) La motivación ins1ific-ie111e. e} La moliváción s1,sra11ciolmen/e i11co11grue11te. f) ;\./01ivaclones
c11al(ficado.�. Lo� conceptos de los componentes antes señalados. véase en: STC'. Exp. Nº 0728-2008-PI-IC'ffC: STC. Exp. Nº J".)46-
2006-PMfC: STC. Exp. Nº 3433-2013-PAITC; STC. Exp. Nº 08439-2013-PHCffC: entre otras. F.n la domina comparada se
conoce un criterio o parámetro adicional para una debida motivación. no reconocida aún en nuestra docll'ina jurisprudern:ial
nacion�I. esto es: deficiencias en los juicios de valor. Como bien señala. L�andro Guzmán. por último. es posible que existan
errores en la,1us1ifkac1ón, respecto de los juicios de valor. Cuando el valor asumido como punto de referencia del juez no pcrtcn�zca
en modo claro y tevidente al patrimonio de los estándares éticos. económicos y prácticos comúnmente aceptados, y 110 es
acompaMdo de la indicación del criterio correspondiente. la motivación se pr�-senta como subjetiva y arbitraria. En este caso nos 
encontramos con L1na motivación ficticia, en e.l sentido de que una decisión "de valor" viene motivada con argumentns neutrnle�.
C'fr. GUZMÁN. Néstor L. Derecho a una sentencia 11101ivada. Editorial Asm�a Buenos Aires.2013, p. 151.
" TV Perú. (02/08/2014}. Informe: Debida Monvacirín. [Archivo de videol Recuperado de:
hl!QS.!/\l \\ \\ _, lllllllti<:.,\llll'\\Utth.''. .\chl\l �1Jm i8M: pássim.

página 25 



Por este p1incipio, es posible afirmar que la actividad del MP, no está dejada a su libre 
albedrio o pura discrecionalidad, sino el presente modelo procesal penal le impone un 
deber: actuar con objetividad. Es más, no solo en su actuación, sino también en el 
razonamiento jurídico que realiza. Pues, al guiarse por el principio de objetividad debe 
velar exclusivamente por la correcta aplicación de la Ley Penal7

. Es así que. debe
entenderse que la titularidad en la carga de la prueba. no implica que esta circunscrita a 
recabar datos o elementos probatorios para acreditar la comisión de un delito y la 
responsabilidad penal del imputado(s), sino también para descartarla8

.

El respeto del referido princ1p10. pennite consolidar el -también- principio de 
interdicción de la arbitrariedad. De ahí que el TC haya señalado, en sentencias 
anteriores (Exp. Nº 06167-2005- PHC/TC; y, Exp. Nº 05228-2006- PHC/TC). que: 

"el grado de dis,rec:iunalidad atrihuido al fis,·a! para ({!le rr!cilice ló investigación sobre la 

base de la mal determinará si existen elementos suficiemes que j11srijiq11en s11 d1!111111cia ante 

el jue:: penal. sl' encuentra some11da u principios consrimcionales que proscriben· a) 

acrividude�· caprichosas. vagas e infundadas desde una perspecriva jurídica: b) decisiones 

despóricas. tiránicas y care111es de roda Jiiente de legili111idad; y e) lo q11f' es ,·ontrtwio a los 

prmcipios de ra::onabilidad y propu,·cio11alidadj11rídica". 

Y si bien el criterio de objetividad del MP, está reconocido expresamente en la fase de 
investigación preparatoria, no resultaría lógico exigirle objetividad en el juicio oral ya 
que al formular requerimiento acusatorio está -completamente- convencido que los 
hechos constituyen delito y de la responsabilidad penal deJ imputado(s), lo que se 
conoce como certeza f iscal9

, en todo momento actuará defendiendo su pretensión 
punitiva'º. Sin embargo, consideramos que la objetividad -también- aparece impuesta 
una vez concluido el debate probatorio en el juicio oral. con la figura jurídica 
denominada: retiro de la acusación

11
• Pues, el Art. 387º inc. 4 del CPP, así lo exige. 

Por tanto. el MP al evidenciar que su acusación formulada ha sido desvirtuada en el 
plenario, en su intervención final, bajo un criterio de objetividad. no solo puede sino 

be retirar su acusación; lo contrario, implicaría forzar y mantener una acusación, sin 
11ayor soporte probatorio objetivo, y por ende, evidenciar un alejamiento decidido del 

ltprincipio de objetividad. La falta de cwnplimiento de tal principio, genera dos
situaciones igualmente negativas: por un lado. el sometimiento innecesario y 

• Auto de v1,tJ Supremo Nº 15-2018. FJ: 5.3. /
• En ese sentido. el Aruculo IV del CPP. inciso 2. scilala: 1:./ Mi11is1erw Público eslá ohl,gado a acwar con ob]<'1iwd11d mJagando
los hechos ,·ons1itut1vo.s de defuo. los que de1erm111en F ocred,ten la responsab,hdad o ino,·encw d¡•/ unputado. Con esra fl11a/idad
,·onduce y comrola jurídicamente los ¡¡e/os de investigación que rea/i::'1 t,1 Puf1cía .Var:10110/. De igual manera, Aruculo 61 ° inc. l. 
del acotado Cod1go, prescribe: El Fiscal ac1úa en el proceso pi!naf con i11dr¡J1?11de11cia de criterw .. ldi'rna sn .• acro.v a 1m criterio
1JbJellrn rigiéndose zínrcumeme por la C 011s11111cilm y la Ley. si11 peryu1c10 de las dmx1i1'0s o 111s1r11cciones de carácter general que

O f!nlira la Fiscalía de la Noc1ó11. 
� 'Casación Nº 760-2016-LA LIBERTAD. 

�; 
111 

En t:Se sentido: SALINAS SICCHA. Ramirú. La e1apo Intermedia y resoluc:ionesj11diciule.s �egún el Cód(�o Procesal Pene,/ de
=? 200.J. GRIJ l 1-. Y. 2014. p 52. 

11 Si bien el F1,cal. una ver que formalizó inveMigac1ón preparatoria}' má� aún cuando d1c1ó acusac1on contra el procesado. ya tomó 
mm decisi1m que lo convierte en acusador. con una leoria del caso .:n rnnlrn del imputado: aún asi. en la etapa 111lcm1edia y en d 
mismo Juzgm11ienlo. su nc1uación 110 puede ignorar los Principios de Legalidad. del D�bido Proceso y de Oh,ie1ividad: lo cual se 
corresponde con sus obligaciones como dcl'cnsor de m¡uellos mismos valores y garantias en el cstudo democriltico d� dercchti. los 
cuales no admiten la amilranedad. (Que es lo arbitrario? Es lo no legítimo. lo no legal. lo contrario a la realidad. confonrn: lo han 
sellalado entre otros él mismo TC). ORTIZ NlSHIHARA. Mario Humbeno. El principio de objf!ih:idad. Disponible en· 
lillp.,'/hl\ljs ll)ICp.�dU.')C,'bl()g •nuc\ OQI ,icc,opcnnl12() 11.' 1211l71.;l-mm,1¡,1t•-d..;-uh¡c1ivid.1dl 
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prologando de un investigado hasta la emisión final de la resolución judicial (sentencia); 
y por otro, la innecesaria expectativa alargada de reparación a la parte considerada 
como agraviada. En conclusión, la objetividad no es una situación circunstancial, sino 
una regla de actuación y base fundamental de toda pretensión propuesta por el MP. 

2.4. Iniciativa probatoria del Juez de Jui.gamiento. 

Este apartado -es necesario precisarlo- está relacionado con lo dispuesto por el Juzgador 
sobre la actuación, en estricto, de documentales que consideramos eran insoslayablt:s 
para despejar incertidumbre y resolver mejor sobre los hechos expuestos por las pat1es. 
El sustento normativo de la actuación probatoria judicial de oficio, la encontramos en el 
Art. 385º inc. 2 del CPP, que regula: '•Ef Juez Penal, excepcionalmenre, una vez
culminada la recepción de las pruebas. podrá disponer. de oficio o a pedido de parte, 
la actuación de nuevos medios probatorios si en el curso del debate resultasen 
indispensables o man(fiestamente útiles para esclarecer la verdad. [. . .} ,._ Es oportuno 
hacer algunas precisiones aclaratorias al respecto. Seremos puntuales en esta temática. 

Concretamente, diremos que la razón fundamental que autoriza al Juez Penal actuar 
medios probatorios en el juzgarniento, se funda en que éste debe proveer justicia y 
obtener la verdad, basándose en un equilibrio entre garantias y eficiencia12

. Pues, es

claro que la pretensión de los sujetos procesales no es obtener la verdad de los 

hechos, sino acreditar sus propias teorías del caso que proponen como ciertas. Es 
altamente riesgoso dejar todo a la buena fe de las pat1es. De ahí que, se le reconoce al 
Juez de Juzgamiento la posibilidad de poder alcanzar la verdad de los hechos 13 • en 
mérito a actuación probatoria adicional. En ese sentido, sí el Juez dispone la actuación 
de un determinado medio probatorio, no implica que va a favorecer a un sujeto procesal, 
menos desconocer su posición de tercero imparcial. Pues, el Juez 110 conoce el

resultado de dicho medio probatorio. 

Cabe precisar, además, que la prueba de oficio solo podría acordarse una vez finalizada 
la práctica de las pruebas aportadas por las partes. Este limite viene impuesto por el 
carácter marcadamente subsidiario y complementario que debe tener toda prueba de 
oficio. Tampoco sería admisible una vez finalizado e1 juicio oral, en la fase de 
deliberación 14

• Con razón, Gonzalo del Rio precisa que, nuestro proceso penal vigente, 
en la línea de la búsqueda de la verdad, habilita tm Juez activo, reconociendo la 
iniciativa �robatoria de oficio del Juez. No es un instrumento ni inconstitucional ni 

�-1 0 

O ',{ "v¿ase. Acuerdo Pknario Nº 5-2012/CJ-116 
11 Consideramos que no corresponde aqui, establecer argumentos filosóficos sohrc cuál es la verdad que busca el proceso judici:il. �¡ 
es una verdad absoluta o relativa. o verdad como coherencia o como correspondencia. Pues. companímo, lo sostenido por Michci-2 
Taruffo. en el sentido que la idea de una verdad absoluta parece penenecer solo a los terrenos de la religión y la mcrnfisica. En 
realidad, en todo contexto de conocimiento científico y emrírico. incluido el de los procesos judiciales, la verdad es relariv8. Cfr. 
TARUFFO. l'v1ichele. !.a prueba. Traducción de Laura Manriquez y Jordi Fcrrcr Beltnin. Marcial Pons. Madrid -Barcelona -
Buenos Aires. 2008. p. 26. 
"Cfr. NEYRi\ !'LORES. José Antonio. Trmado df! Derecho Procesal Penal. Tomo 11. IOCMSA. 2015. p. 519. 

página 27 



ilegal ni per se que afecte el proceso. Empero, la acn1ación probatoria judicial es 
1 . 115 e aramente excepc10na ·. 

¡� ! � i :;;;;::: ::::::
s

,;�;::�. r::1�: :
c

�;;��::�::::::::1:::
c

;:d���; ::o::t;;�:;� 
�f�;.: de oficio. resulta justificado que el Juez lo realice, teniendo luego que motivar el

.,, ;r: razonamiento probatorio. Esto último constituye la manera racional para justificar el uso

I
S f; r �· de dicha potestad probatoria del juez, lo que pennite alcanzar la verdad en el proceso 
� � � � penal, que es precisamente la función de la prueba 16. Alcanzar la verdad de los hechos,
i:::�� resulta una condición básica y necesaria para una decisión justa. En conclusión,
;�t�� parafraseando al profesor Alfare Valverde, la justificación de la itticiativa probatoria 
' � �o 

!,:;:_�'"'-1-.,-.:..é"" del Juez, se soporta en la búsqueda de la verdad' 7
.

En el caso de autos, se advirtió que el MP alegaba que los agraviados tenían posesión 
del predio ubicado en: Mz. F, /t. "Nº 7-B" del sector de Galilea del balneario de 
Tortug,1s de la ciudad de Casma, para lo cual ofreció, entre otros. una constancia de
posesión (Nº 066-2014) expedida por la Municipalidad Provincial de Casma; pero, por 
su parte, la defensa del acusado señaló que die/za constancia de posesión fue dejada sin 
efecto, y que además dicha entidad Municipal negó otorgar constancia de posesión a
favor de los ahora agraviados, toda vez que, el predio materia de litis. no es parte de la 
lotizació11 del Balneario de Tortugas, por ubicarse en una zona restringida. 

Frente a ello. se generó incertidumbre en el Juzgador respecto a la  posesión del predio 
materia de acusación. Entonces. resultaba necesario aproximarnos a la verdad de los 
hechos. Por tanto, se dispuso: i) recabar copia certificada de la Resolución Gerencial Nº

0163-2016-GGUR-MPC, así como conocer si esta fue materia de impugnación o fue 
declarada consentida, y ii) un lnfom1e Técnico sobre el área de ubicación del predio 
materia de litis. La Municipalidad Provincial de Casma, cumplió con lo soJicitado y 
remitió la información documentada al respecto; la cual se puso en conocimiento de los 
s detos procesales. La infomrnción recabada resultó trascendental para determinar la 

r
erdad de los hechos. 

!En efecto. se pudo conocer dos aspectos relevantes: i) Según copia certificada. la 
�Municipalidad Provincial de Casma, por Resolución Gerencial Nº O 163-2016-GGUR­

a:: MPC, resolvió declarar improcedente e] pedido de certificación de posesión del
u· ��l predio situado en la Mz. F, lt "Nº 7-B", sector de Galilea del balneario de Tortugas de

�i.; la ciudad de Casma, solicitada por la agraviadll Ana Ysabel Paredes Miñano. pero
(3 f además dejo sin efecto la constancia de posesión Nº 066-2014, otorgada a su favor;

: 9 resolución que notificada a las partes y no fue materia de impugnación. ii) De acuerdo al
� f Informe Técnico Nº 0003-2019-ING-EPC-SGOPHC-GGUR-MPC. se precisó que en

anteriores oportunidades se ha pretendido habilitar el "autodenominado lote Nº 7-B", 

1' IUS360 (02/08/2018). la in,cu11im prohutona de ojrcio del jue= / Cesar Higa y Gon:alo del llifJ. [Archivo de v1droj
Rccu¡xrado d..:· ht[P.,,,0• 1111 �,,utnt>, .IJ.!.!ll \\'lll<'lf'..I._ \:IHIJg!,/½I. pássim.
10 Al respecto. \'éase: ALI-ARO VAL VERDE. Luis. /.a i11iciar1v,1 probawna de/Jue::.. GRI.ILEY. 2017. p. 166.
" lbid .. p. 186. 
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lo cual no ha sido posible porque se ubica en un área de dominio público, es decir. _vi<{ 
pública. Estos datos ciertos, posibilitan discrepar del razonamiento del MP, quien 
mantuvo su acusación. pese a conocer tal información. 

2.5. La causa penal es, ¿caso fácil o difícil?. 

Para responder esta interrogante, es necesario dar algunos conceptos básicos al respecto. 
La teoría de la argumentación jurídica, es impostergable en este apartado. Solo así, 
estaremos en condiciones de poder entender el porqué de la estructura argumentativa 
propuesta inicialmente. Por caso fácil, podemos señalar que se relaciona a la no 
complejidad, que fácilmente es resuelto recurriendo a una justificación deductiva o 
lógica formal. Es decir, aplicando lo que se conoce corno silogismo judicial. Sería: 
Norma (premisa mayor o normativa) - hechos (premisa menor o fáctica) - conclusión 
(subsunción). Un ejemplo sencillo: 

(premisa normativa). 

El que mata a otro será reprimido con peno privativa de libertad no menor de 6 ni mayor de 
2() ai'ws. 

(premisa fáctica). 

Pedro muió a Juan. 

(conclusión). 

Pedro debe ser reprimido con pena privativa de líber/ad de 6 a 2() aiios. 

Como vemos, el razonamiento es formalmente correcto. Decimos que el razonamiento 
es fonnalmente correcto porque se infiere, se deduce o se sigue lógicamente de la 
conjunción de las premisas, no se requiere de mayor argumento justificativo. Por tanto, 
en los casos fáciles basta solo que exista una justificación interna para que la decisión 
judicial se encuentre justificada 18. Contrariamente, por caso difícil podemos indicar que 
el silogismo judicial resulta insuficiente. 

Así, los casos difíciles son los casos en los cuales las premisas (normativas o fáctica5) 
del silogismo judicial presentan dudas de distinto tipo, Jo que crea desacuerdo sobre la 
solución a adoptarse. En estos casos, la solución exigirá recurrir a razonamientos de 
diversos tipos (distintos al de simple deducción) para justificar las premisas adoptadas, 
en definitiva, para la decisión 19. En el plano interpretativo se produce cuando la
atribución de significado del enunciado normativo no es unívoca, consistente o 
satisfactoria20

. La justificación externa, es decisiva en este tipo de casos21
. Pues, pemtite

"Laiu,tilicaGión interna es aquella en la cual un determinado argumcmojuridico está justificado si y solo si la conclusión {fallo) se 
deriva lógicameme de tas premisas (normativas } tacticas). La validez lógica de la inferencia (el paso d,� las premisas a la 
conclusión) será lo relevante. Cfr. SALINAS SOLIS. Gary / MALA VER SIL VA, Carlos. la deds,ón judh:-ial. la ¡usl!ficac,ón 
ex1erna y los caso., dijic1/es, Grijley. 2009. p. 88. 
"Cfr. Pino. Gimgio. la reoría del ra=onam1entop1dic1al de Manuel Alien=a. ?iolas al margen, en: Sobre el Razonamiento Judicial, 
Palestra.2017. p. 324. 
20 Asimismo. CastiHo /\lva, citando a Ezquiaga Ganuzas. señala que incluso. en este ámbito se plantea la graduación y nivé'I de 
complejidad del caso dificil. distinguiendo el caso en el que el enunciado es controvertido y surge una serie de discrepancias. mire 
el _1uez y las partes e. incluso. entre dislinlos órganos jurisdLccionales. ya sea de nivel superior o inferior. Cfr. CASTILLO AL VA . 
.José L.11is. Pmscripción de la arhi1rariedady mmh,ación, Grijley. 2013, p. !03/104. 
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controlar la adecuación o solidez de las premisas normativa y fáctica de la decisión. Por 
lo anterior, en la justificación interna se trata de ver si la decisión se sigue lógicamente 
de las premisas que se aducen como fundamentación; el objeto de de la justificación 

�� �; externa es las corrección de esas premistlS'2 
.

..... ... � e"' 
<{u.., 

�- "!. � j 
e: f!} -' c.. 
� � ,f� Bajo tal contexto, el caso de autos se condice con un caso difícil. Por dos razones: de 
E 1 � t acuerdo a la premisa nonnativa -más precisos- el delito de usurpación no especificaría 

tf�� qué tipo de posesión es la que protege, lo que implicaría -de hecho. así lo ha entendido 
��f; el MP- que la posesión ilegítima, al ser una forma de posesión, es prolegida por el 

�-n--� .... �:-< derecho penal. Situación que hace necesario determinar qué tipo de posesión guarda 
, relación con el bien jurídico protegido (posesión), pues, estaríamos ante un tipo penal 

que protege la posesión legítima y también la posesión ilegítima. 

Sumado a ello, la Sala Penal de la Corte Suprema en un caso por el delito de 
usurpación, en el R.N. Nº 2477-2016-LIMA, reconoció que la posesión ilegitima o 
precaria está amparada por nuestro ordenamiento penal; pero, no explicitó razones al 
respecto. En esas condiciones, es necesario acudir a unajustijicación externa a fin de 
precisar qué bien jurídico protege la premisa nonnativa planteada en eJ caso de autos. 
pero además poner en evidencia la colisión que se daría con los fines de protección 
penal y el sistema patrimonial civil. Pues. somos de la posición que el delito de 
usurpacióll llO tutela la posesión ilegítima. Para entender ello, seguiremos 
desarrollando los ítems propuestos. 

2.6. Nuestro derecho penal, ¿qué tipo de bien jurídico protege?. 
Qué duda cabe, lícito23

. De ahí que resulte innecesario exigir que explícitamente se 
consigne bien jurídico lícito, ya que sería un pleonasmo de términos jurídicos. No es 
aceptable utilizar el térmi110 bien jurídico ilícito. Pues. si es ilícito no existiría bien 
j rídico por proteger. No obstante, es oportuno reforzar tal respuesta. Constituye 
gualmente concepción dogmática dominante que el Derecho Penal tutela (protege, 

ampara) bienes jurídicos, los mismos que pueden ser personales. reales y colectivos 
1 (difusos, sociales, institucionales, políticos). Estos bienes jurídicos, que por lo general

tienen un referente objetivo, solo adquieren importancia para los efectos de protección 
'JI. cuando normativamente se hallen contenidos en la estructura y sistemática de los 

t--��t:t5 códigos penales y leyes conexas. Es decir, se trata de bienes de naturaleza jurídico­
penal, esto es, creados por ley y en muchos de los casos fundados 
constitucionalrncnte24

.

:, l lablamo$ d.: jU5lificación externa para referimos a algo muy distinto, a los contenidos de las premisas. a lajustili,;ación de tales 
contenidos en lém1inos de verdad, r.v.onabilidad o adm1sib1lidad. Veast:. en: GARCIA AMAOO. Juan Antonio. Rccunw111en1o 

jurídicoyorgumen1ació11. Editorial Zela 2017. p. 87/88. 
i: Cfr. Roben Alexy. frvrfa de fa arg11mentacir'mj11rídíca. Pnlestrn. 2007. p 306. 
!' Aqui cahe precisar que. el término i//dw. debe cnlenderse en todas sus a�cpciones vigentes: 1/eg11/. 1/egí1imo. proluhido. i11deh1do.

Para esta dl!fínición u.:udimos al diccionario juridico peruano disponibh: en wed. En e�e ,cnt1do. puede consultarse. en: 
http,;i.'\\ \\ \\,111,,nn2r,1lí,, ,;,1111 trall!l \h.;7'Uh.:c1,,11,u iu-juridÍCl\/Ui,ci,in..rH>-jund1.:.,.sln111l 
21 Cfr. ROJAS VARUA$. �idd. Es111dius de demcho penal. fonsla Editores. 2004, p. 35
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. '; 

La intervención pumt1va requiere, como condición necesaria, la lesión o puesta en 
peligro de bienes jurídicos tutelados por ley, de común idea con lo regulado en el Art. 
IV del Título Preliminar del Código Penal. Sobre el particular, Mir Puig anota que, un 
Estado social y democrático de Derecho sólo debe amparar como bienes jurídicos 
condiciones de la vida social, en la medida que afecten las posibilidades de 
participación de los individuos en el sistema social. La determinación de bienes 

jurídicos protegidos es fundamental25
. Habrá bien jurídico cuando no resulte contraria

a derecho. Entonces, sí un acto es contrario a derecho, insistimos, no habrá ni siquiera 
la existencia de un bien jurídico por proteger. los actos ilícitos no son dignos de tutela 

penal. Es insostenible asumir que ahí existe un bien j uridico que requiera tutela penal. 

Es sabido que el derecho penal no puede avalar o legitimar situaciones ilícitas que han 
quebrantado normas básicas de convivencia o prevista en otros ordenamientos jurídicos. 
Solo, la afectación de un bien jurídico. válida la injerencia penal. Dicho de otro 
modo, mal haríamos en brindar tutela penal a comportamientos ilícitos y/o ilegítimos, 
cuando ello es precisamente lo que sanciona el derecho penal. Pues, todo acto ilícito y/o

ilegítimo irremediablemente no genera ningún tipo de protección penal. Ahora, es 
posible que en determinados contextos -en apariencia- se pueda presentar situaciones 
que primafacie darían visos de afectación a un supuesto "bienjmídico", no obstante, es 
deber del Juzgador (extensible jurídicamente al MP) antes, establecer sí en efecto se 
trata de actos lícitos o legítimos. 

Verbigracia: quien compra droga, y luego constata que es una sustancia distinta; 

quien contrata un sicario y éste no cumple lo pactado; a quien le incautan sus bienes 

inmuebles que adquirió con dinero de origen ilícito; a quien luego de una situación 

coactiva o tmtenozante, le entregan dinero o billetes falso, o a quien le hurtan los 

bienes que previamente robo, elltre otros ejemplos. En todos los casos, aparentemente 
habría afectacíón al bien jurídico patrimonio; sin embargo, todos devienen de actos 
ilícitos y/o ilegítimos. Entonces, no hay bien jurídico que proteger26

• Y es que, 
insistimos, el derecho penal podrá intervenir y con ello sancionar aquellos que 
lesionaron o afectaron un bien jurídico (lícito). No existe norma penal alguna que 
permita afirmar lo contrario. Por consiguiente, el derecho penal no protege actos 

ilícitos, sino bienes iuridicos. 

2. 7. La posesión en nuestro ordenamiento jurídico-civil.

Esta temática es de vital importancia. Pues. guarda correspondencia con lo que aquí
vamos a resolver. Sin entrar aún al análisis del caso, nos centraremos en precisar qué
entendemos por posesión legítima e ilegítima, para lo cual es válido acudir a nuestro

= sistema civil patrimonial, toda vez que la legislación penal no ha definido al respecto. 
No obstante, debe quedar claro que lo que buscamos es entender qmen merece 

,, Cfr. MIR PUIG. Santiago. Derecho Pe11al. 8va. Edición. Editorial R<::ppertor. Barcelona. 2004. p. 129 
"' En el mismo semido. aunque con tém1i nos distintos. véase: Casación Nº 421-2015-AR F.QU IPA 
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protección posesoria, pues, las consecuencias por actos externos nos pronunciaremos 
más adelante. Debemos pa1tir indicando que, la institución jurídica de la posesión, se 
encuentra regulada en el Artículo 896° del Código Civil, y siguientes, que precisa: "la

posesión es el ejercicio de lteclro de uno o más poderes inherentes a la propiedad". 

No hay debate, en definir a la posesión como el ejercicio directo sobre un determinado 
bien mueble o inmueble. Pero, detenernos en tal concepto, pretendiendo incluir ahí a la 
posesión i.legítima, resulta criticable. Hace r ello importaría afirmar que: aú11 c11ando la

posesión provenga de un acto ilegítimo, nuestro ordenamiento jurülico la protege. En 
ese entender, la posesión como hecho jurídico desde la protección del ordenamiento 
puede categorizarse como legítima, donde el ejercicio de la misma es protegida por el 
ordenamiento debido a que se cuenta con un título posesorio o cualquier acto autorizado 
que pennita determinar que el control sobre el bien no va en contra del ordenamiento. 
En cambio, la posesión ilegítima, debe categorizarse como aquella situación de hecho 

que 110 merece protección por parte del ordenamiento jurídico27
.

Sobre el particular. el profesor Lama More, precisa que se ubicaran dentro de la 
posesión ilegítima, aquella que es ejercida por quien adquiere la posesión de quien no 
se encuentra apto legalmente para entregarla, esto es, de quien no se encuentra 
legitimado para trasmitir tal derecho, o aquella que se accede en forma directa sin

contar con la autorización del titular del derec/10
28. De ahí por ejemplo que en aquel 

lamentable incidente en el que un grupo de terroristas tomó la casa del Embajador de 
Japón, situación en la que todo el mundo sabía de la ilegitimidad de los delincuentes, no 
podía hablarse de posesión a favor de ellos. a pesar de que usaron el inmueble por 
varios mescs29

. Y si bien. no corresponde aquí detenernos a anaJizar sobre la posesión 
precaria; sin embargo, debemos anotar que nos adherirnos a la posición dogmática que 
considera a la posesión precaria como una variante de la posesión ilegítima30

.

En ese s,entido, la posesión ilegítima no registra tutela posesoria, porque no está 
protegido por el ordenamiento jurídico-civil. Pues, demostrada la posesión ilegítima, la

consecuencia inmediata, es la devolución o restitución del bien a su legítimo 

poseedor, sin perjuicio del lanzamiento de quienes se e11cuenfra en posesión del 

predio. En clave de interpretación, el proceso de desalojo previsto en el Art. 586º del 
Código Procesal Civil, señala: "Pueden demandar: el propietario, el arrendador, el

administrador y todo aquel que, / ... /, considere teller derecho a la restitución de un 

1' 1:SPINO.lA ARIAS. Víctor Alfonso. Todv lo que debes saber sobre la posesión e11 el orJenanuenro pemano (parte flf). 

U1sponiblc :n: hnp,: 1.::!i, P<?:l,1-tkhn-,<1hcr-l�-p11'.:si_1111-onk11ami..:111p-pcruano-r>art-..:ili.! 
" Ampliamente, en: LA:vtA MOR!:. Héctor Enrique. La posel1Ún y la posesión precaria. Motivensa l"ditora Jurídica.2012. p 11 O. 
2' MC:JORADA CIIAUCA. Martín. Lo poses1ó11 en el Código ('il'// Perua11n. Consultado �n:
ltup_,.í<", i<1;h_J'l.!.ll!,i;_,!µ_,Rl''.!Jl..!!,, pl1J>c<!,�d!s'l.'''"'.!"1lad ani.;k ., 1.:,11 .1!, J2S05 L!Jr,_2 
�, Cl,nsideranclo a la posesión ikg.ítimn como aquella que se tjerce sin sujeción a d�n:chu. es e\ idcnte que en c�m s.: encuentra 
p�foctamcllte la do:linición de posi:sión precaria establcdda t:11 el actual Código Civil peruano. pues. es contrario a dere,·ho poseer
un bien .<111 comar con títula alguno, sea porque 1111nw se tm·o o porque el quc se tenia feneció. Es por ello que con,tituyc un error 
pretender tlesllgnr la posesión 1lcgíti1na de la precaria. haciendo aparecer a ésta última como distinia a la primera. LAM,\ MORE. 
Hé�tor Enrique Op. cit .. p. 126 Por su parte. Paseo Arauco. define Iré) clases de poseedor ilcguimo: a) ilegitimidad por no t�ner un 
tiwlo. b) ikgitimidad Por tc11er un titulo inválido. y e) ilegitimidad Por tener un l1lulo válido pero incficaL. Mayorl!S detalles. en: 
1.egispe. (29/03/2018). /..l!gis.pe I C'ues11ones prublemnticas sobre la puses1ó11 preca,·ia I Atan Paseo Aruuto. [Archivo dc video].
Rccup.:rad0de· ji11ns:';,111,1 wut11b·. c.iJW\\<11,h!• \ -\\-laUPI ,o: pass1m. 
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predio. Pueden ser demandados: el arrendatario, el sub-arrendatario, el precario o 

cualquier otra persona a quien le es exigible la restitució11 ". (Es relevante anotar ello, 

para entender el delito de usurpación, sobre lo cual más adelante nos ocuparemos). 

Nótese, que la norma le niega posibilidad de legitimación activa para obrar al precario. 

La pregunta que nos formulamos es, ¿quién tiene derecho a exigir restitución de un 

bien?. La respuesta es única: el poseedor legítimo; contrario sensu. el posee,lor 

ilegítimo no tiene derecho a la restitución del bien. Lo contrario. implicaría asumir que 

un poseedor ilegítimo que ha sido despojado de un bien, por el solo hecho de haber -

antes- estado en posesión, tenga posibilidad de recuperar el bien -inmueble- de quien, 

incluso, es su verdadero poseedor legítimo. Así, tendríamos que asumir que no impo1ta 

sí la posesión se obtuvo mediante actos ilegítimos, por cuanto sería suficjente acreditas 

posesión para gozar de tutela posesoria. Este razonamiento es inconsistente, porque 

avalaría actos ilegítimos en la toma de la posesión, de quién no tiene titulo para poseer. 

Mejor dicho, se reputa precario a quien ocupa un bien inmueble ajeno, pues, si fuese un 

inmueble propio tendría título para poseer. Al respecto, el IV Pleno Casatorio Civil: 

desalojo por ocupación precaria [Casación 2195-2011, Ucayali], estableció: 

Cuando se hace alusión a la can:ncia de rüufo o al fenecimiento del mismo. no se -�slá 

rejiriendo al documento que haga alusión e.�clusiva al IÍ/11/o de propiedad. siilo a rnalq•1i?P 

acto jurídico que le az11orice o la parte demandada a ejercer la posesión del bien. pues/o que 
el derecho en dispzaa 110 será la propiedad sin{) el derecho a poseer. 

fnrerprerur el artículo 585° del Cód(go Procesal Civil. en el sentido que por "restitución" del 

bien se debe emender como en1re[!a de la posesión que pro1ege el articulo 91 I O del Código 

Civil. para garanlizar al sujero a quien corresponde dicho derecho a ejercer el pleno dis/rme 

del mismo. independien/emenie si es que es propiewrio o no. 

Es1ahlecer. conforme al arriculo 586º del Código Procesal Civil. que el sr!jeto que go::o de 

legilimación para obrar acliva no sólo puede ser el ¡wopietario. sino rambién, el 

administrador y torio aquel que se considere iener derecho a la resrilución de un predio. l'm· 

otra parte. en lo que atañe a la legirimación para obrar pasiva se debe comprender denrr,¡ de 

esa siu,ación a lodo aquel que oc11pa el bien sin acreditar su derecho a permanecer e'1 el 

disji·ute de la posesión. porque mmca lo /uvo o el que reniafe11eció. { .. .]. 

De otro lado. habrá quienes sostengan que un poseedor precario puede luego adquirir la 

propiedad de un bien inmueble (usucapión). de común idea con lo regulado en el Art. 950 del 

C.C. Sin embargo. dos situaciones concretas a tener en cuenta: a) la inexistencia de

imprescriptible de dicho bien inmueble::: y. b) si el poseedor precario es despojado. entonces..

ya no será pacífica: de lo contrario. nadie reclamaría o cuestionaría la posesión. Entonces. ,crá

un rema ya de naturaleza netamente civil. sin ningún tipo de injerencia penal, por hab!rse

suscitado un conflicto de mejor derecho de posesión. Incluso la mera akgación <.k la

usucapión o la construcción de edificaciones no son impedimento kgal paru desestimar la

pretensión de desalojo o declarar su improcedente. sin que ello implique la negación de la

usucapión. En ese sentido. concluimos que la posesión ilegirima en nues1ru ordenamirnto

jurídico civil, carece de vrotección posesoria.

2.8. El delito de usurpación, ¿tutela la posesión ilegítima? 
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Previamente a la respuesta, es necesano acudir a dos métodos de interpretación: 
sistemática y teleológica. En efecto, la interpretación sistemática permite realizar el 
principio de la unidad y coherencia del ordenamiento jurídico, pues una normajurftlica 

no se encuentra nunca sola, sino ligada a otras,formando ,m sistema normativo. Una 
norma jurídica solo tiene sentido cuando se la conecta y la relaciona con la institución a 
la que pe1tenece o con el resto del ordenamiento jurídico con el que debe guardar 
suficiente armonía y coherencia31

. Con relación a la norma penal, este método de 
interpretación busca extraer un enunciado que sea acorde con el contenido general del 
ordenamiento jurídico. Pues, 110 resulta válido que la norm" penal sea interpretada de 

manera aislada. Esta forma paite de un sistema jurídico general. En consecuencia, la 
norma penal (delito de usurpación) debe ser interpretada con arreglo a las normas 
civiles a fines a la materia. 

Por interpretación teleoJógica, o en términos de Rubio Correa, método ratio legis, es el 
método que se utiliza para extraer el significado de las normas jurídicas: la razón de ser 

de la norma ( entiéndase también de la norma penal), que debe ser encontrada en el 
propio texto, pero no en la redacción misma, sino como una explicación del porqué es 
que ella fue dictada32

. Dicho de otro modo, supone en todo caso la búsqueda de la 
voluntad de la ley (voluntad legis) tomando en consideración los antecedentes y los 
motivos que han llevado al dictado de la norma, esto es, la llamada ratio legis (razón de 
la ley3\ En suma, este método nos va permitir determinar la ra1ón del delito de 
usurpación. 

En base a estos dos métodos de interpretación. como respuesta a la intenogantc 
formulada, es que el delito de usurpación no protege, ni tutela, la posesión ilegítima de

un bien inmueble. r--;os explicamos. Sistemáticamente, tenemos que el delito de 
usurpación previsto en el Art. 202° (tipo penal base) del Código Penal, se ubica en el 
capítulo VIII del título V de los delitos contra el patrimonio, cuyo bien jurídico 
protegido es la propiedad. vale decir, propiedad lícita. Ciertamente, es claro que el 
delito de usurpación no protege la propiedad sino la posesión, no obstante. no significa 
entender que la protección penal se extiende a la posesión ilegítima. 

Y si bien la posesión no registra relevancia constitucional, el TC ha reconocido que se 
trata de un elemento del derecho a la propiedad34

. En esa línea. asumir que: todos los 

delitos contra el patrimonio protegen la propiedlld lícita o legítimll, y que únicamente 

el delito de usurpación, protege no solo posesión legítima sino además la ilegítima, 

sería no solo una ingenuidad en cuando a la existencia de dicha posibilidad, sino además 
una distorsión evidente de la norma penal. Sigamos. Para evidellciar que el delito de 

'' Cfr. CASTILLO AL VA. José Luis/LUJÁN 'l ÚPEZ. Manuel. 7.A VALl:;1 A RODRIGUF.7.. Róger. Ra::011amit!lllo ;11d1cial. 
(lllerpre1aci611. argumentación y moríl'ación de las resolucionesjucliciah:s. Ara Editores. 2da. Edi1:1,111. 2006. p. 95.
'' En ese sentido: RUBIO CORREA, Marcial Amomo. ,\/anual de ra:onamiemo Jurid1co Fondo Cdiional Pontilicia Universidad 
Católica del Perú. 2012, p. 90. 
"Cfr. J\USF.10 GUTIÉRREZ, Zenobio Mauro. la 1écnirn de la l111er{lre1ac16n de /c,s normas¡uridicas. LIBRE.IUR. 2013. p. 41 
'· RTC 'lº 0210l-2009-PNTC. 
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usurpación no protege la ilegitimidad del ejerc1cw de la poseswn, sino por el 

contrario la sanciona, comparemos las modalidades del tipo penal en comento. 

Artículo 202°. Usurpación. 

Será reprimido con pena privativa de libertad no menor de dos ni mayor de cinco años: 

[ ... ] 

1. El que, para apropiarse de todo o en parte de un inmueble, destruye o altera Los

linderos del mismo.

2. El que. con violencia, amenaza, engafio o abuso de confianza, despoja a otro, total o

parcialmente, de la posesión o tenencia de un inmueble o del ejercicio de un derecho

real.

3. El que, con violencia o amenaza, turba la posesión de un inmueble.

4. El que, ilegítimllmente, ingresa a un inmueble, mediante actos ocultos, en ausencia

del poseedor o con precauciones para asegurarse el desconocimiento de quienes tengan

derecho a oponerse.

A primera vista. podemos colegir que la ilegitimidad de la posesión es una modalidad 

delictiva, prevista y sancionada. Y bien en las demás modalidades no se regula 

expresamente el ténnino "ilegitimidad", no es óbice para inferir que ésta esté permitida. 

Solo una interpretación asistemática, podría concluir que la hipótesis delictiva de 

usurpación. en sus tres primeras modalidades protege la ilegitimidad, en tanto que en la 

última. la sanciona. Interpretación, evidentemente, inazonable. Recordemos lo expuesto 

anterionnente, la base de todas las normas del sistema penal que habilitan la 

injerencia del derecho penal y la aplicació11 del ius puniendi, se relaciona con la 

verificación de comportamientos ilícitos o ilegítimos35
. Nunca en contrario. 

Por consiguiente, el delito de usurpación no puede ser ajeno a tal coherencia normativa; 

de lo contrario. se desnaturalizaría la función represiva/preventiva del derecho penal36 . 

,; Así. se demuestra de la revisión de los distintos delitos previstos en nuestro Código Penal. pues. rácilmcnte podemos advenir que 
fll ilici?�I o la ilegilimid,ul en la cond11c111, es /11 que se sanciom,. Citaremos algunos dditos que no solo desde su nome11clt1tura 
�e gula 1i_il'.cill\? o la ilcgit(m'.d_ad. s_ino también como elemento del �ompo':amiento �el ictivo _(el �e.saltado es nuestro): Matrimonios
ileg11les 'iCAPI íULO 1): frnl,co ilegal de datos personales (Aniculo 1 )4°-A): · El que ileg1t1mome11te comercm/1:0 o wnde 
información no púbiica relari,·o a cualquier ámh/10 de la esfera personal{. /":Allanamiento ileg11f de domicilio (Articulo 160º); 
Hurto Simple (Aniculo 185º): ''El que. para ob1ener provecho. se apodera ilegiti11wmente de 1111 bien mueble, iota/ o parcialmer.Je 
,1;eno / .. j": Robo (Artículo 188º): "F./ que se apodera ilegltinum,ente de 1111 bien mueble rora/ o parcialmente ajeno. para 
aprovechar.�e de él f }": Estafo (Articulo 196): 'El que procura para si o para orro un provecho illcifo en per¡11icw de 1erceru, 
[ .. ] ": Desvío ilegal del curso de las aguas (Articulo 203): "El q11e. con e/fin de oblener para sí o para otro 11n provecho ilícito con 
pe1j11icio de ten·ero. desvía el c·urso de las aguas púólin1s o privadas.[. .. ]": Dl.'comiso de bienes provenientes del delito (Arciculo 
102°): "Cuando los efectos o ganancias del deliro se hayan me=clado con birnes de procedencia lícira. procede el decomiso has1a el 
valor eslimadn de los bienes illcitos me=clodos. sail'o que las pr;n,eros hu/úesen sido utili=ados cama medio., o inslrumen/os paro 
ocultar o convenir los bienes lle illciw procede11cia. / ... }'":Apropiación iliciw (Artículo 190): "El que. en su provecho o de 1111 
tercero. se apropia imlebidamellfe de un hien mueble. f . ¡ ··: Actos llíciros (Articulo 209º): Venta ilegal de mercaderías (Anículo 
237° ): Instituciones fínancieras ileg,1/es (Articulo 246): Emisión ilegal de billetes y otros (ArticL1lo 258°): Tráfico ilíciro de drogas 
(Articulo 296º): Tráfico ilicira de migrantes (Articulo 303º-A): ·'[/ que promueve. favorece. financia ofacilira la emmda o salida
ilegal del país de <ma persona. [. .. ]": Delito de minería ilegal (Artículo 307°-J\): Asociación ilícitll (,�rticulo 317"): 
Enriquecimiento ilícito (Artículo 401 ): 'El.firncionario o servidor p1íblico que. abusando de su cargo. incrementa iltcitameme sn 
patrimonio respecto de s11s ingresos legítimos será reprimido f ... J '": entre otros. 
"' El derecho penal tiene una función represiva en tanto interviene para reprimir o sancionar el deliro ya cometido_ Pero esta funci,ln 
represiva va siempre acompañada de una función preventiva pues con el cascigo del delito se pretende. al mismo tiempo. impedir 
también 4ue en el futuro se cometa por otros o por el mismo delincuente. Al respecto. véase en: HUGO VIZC <\RDO. Silfredo. 
Leccíones de Derecho Pe11al. Pro Derecho lnvescigaciones Jurídicas. 2015. p. 80. Precisamente. Amaru Zapat:t como una de sus 
conclusiones subraya que cmc'11dcr equivocadamente que el delito de usurpación protege incluso la posesión ilegitima. va en ccin1ra 
del fin preventivo del Derecho penal. AMARU ZAPATA Emiliano_ Perú: el delito Je us11111aciún de mm11ehles. Disponible en: 
bUJ!}�curtumnguapc'.hh •� <J1L 11 . .:<lm, '.!I} 1 6 ·[j7 /.:1-d� l I t0-dc-L•�urpa..:i1111-ck-1111m1d,t,·�-ut1 .lttml 
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Comparemos, ahora, con la normas del sistema patrimonial civil. Antes, cabe señalar. 
que en efecto la diferencia entre la nom1a penal y la norma civil, es que la primera busca 
la sanción penal de una conducta contraria a derecho, y la segunda la restitución de un 

i��;i derecho. Sin embargo, en el delito de usurpación existe una similitud que no puede ser 
;-¡-tr � "· negada: la tutela posesoria sobre el bien inmueble. Evidenciemos, ello: 1� :, Ul� 

t "'--... !: 
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11. 

Código Procesal Penal Código Procesal Civil 

(Desalojo Preventivo) (Interdicto de recobrar) 

Art. 311
°
: ·En /o.1 delitos de usurpación. { ... /. Articulo 603

º
: ··Procede cumulo el poxe,ulor 

ordenará el desalojo preven1ivn del inmueble ocupado e.� desplljadll de s11 posesió11. siempre que no

/!// el término de 1•ein1icua/ro horas. minislrando haya mediado procew pre�'io .._ 

prov1s1mwlmente la posesión 11{ agraviado. siempre 

que exista motivo ra:ont1hle pa1·a sostener que se ha 

wmerido el deli10 y que el derecho del "gmviarlo está 

sujicie11temente acre,lit"do··. 

En tal virtud, debemos de subrayar que en el proceso penal una vez demostrado el delito 
de usurpación, y con ello que, la posesión que se dice ejercer se ha obtenido de forma 
ilícita o ilegítima, como consecuencia lógica, y por regla general, se debe disponer la 
restin1ción de la posesión del inmueble al agraviado, en la sentencia condenatoria37

hacia el poseedor legítimo. Similar situación sucede en el proceso civil. pues 
demostrada la posesión ilegítima, la entrega o devolución de la posesión deviene en 
impostergable (Art. 593 del CPC). Sobre este aspeclo de identidad. no hay mayor 
debate, la correspondencia en la no tutela al poseedor ilegítimo, es evidente. 

Coincidimos con Reynaldi Roman38
, cuando señala que: 

El arth·ulu 586 del código procesal civil. esrablece que "'put!den dl!mandar: el propietario. el 

arrendador. el adminisrrador y todo aquel 4ue. salvo lo dispuesro en el artic11/o 598. 

considere tener derecho a la restitución de t1n predio . .4 su ve:. C'I artlc11/o 598. o/orga 
legitimidad actil'a. a quien se considere pent1rbado o despojado en s11 posesión por lo que 

puede wrli:ar los interdícros. incluso conlra quienes osrenten otros deredws reales de 

dis1inta 11a111rale:a sobre el bien objeto de la perturbacián. /Je fas normas anotadas. SI! puede 

desprender que la posesión 1.'S un derecho y legi111na pedir tutela. ante s11 wi/11erac:1ó11. Pero 

¿cómo se eniiende /al dered10? ¿Es/¡,, derecho se co,wruye a par/ir de 1111 poder Jáctico

tinirnmente? El 11.rnrpador también posee jnc1icamen1e el bien. Se pued,• decir que ¿ha 

adquirido un derecho de posesión? la pr1tg11nta siempre será ¿tiene deredw "pedir tutela. el 

poseedo1· ilegítimo? O ¿se crea un derecho de posrmón. " partir de un i11gr1tso ilici10? Si la 

r1tspuesta es ajirma1iva. entonces esrarC'mos consolidando u avalando un hecha ilíciro. Sería 

irónico. pues el derecho no está creado pura otorgar tutela /reme a conduelas clicitas 

� if De otro_ lado, con relaci�_n al método t�leológico, es -�osible colegir que _la razón de ser
�? '.'; del delito de usurpac1on no es bnndar protecc10n o tutela a quien asume un 
� � comportamiento contrario a derecho, menos a quien afecta un bien jurídico protegido, 
00 

Q � pues -en suma- la creación del tipo penal de usurpación es precisamente para prevenir y 
sancionar a aquellos que ilegítimamente ejercen posesión sobre un determinado bien 
inmueble. Según la doctrina nacional mayoritaria, es uniforme en reconocer a la 

,, Casación Nº 38-2010-I ILAURA 
'• REYNALl)J ROMAN. Roberto Carlos. ¿puede co11str111rse un dl!/110 de usur¡;ació11 a µariir de la l�siim di! ""ª f1M<'S1611 
degltlma? . Di,ponible en: ilups.i'k�•� pi:,puclk-i:, .. is1ru1r,,-dd110-usumai:1on-rµrtjr-la-ksi111H1n�-11<N:,11111-1kgiurn1t· 
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poses,on como bien jurídico protegido -lo cual también compa11imos-, pero no hay 

consenso en denegar a la posesión ilegítima como objeto de protección39. Reiteramos, el

ejercicio ilícito de un derecho, no debe ni puede protegerse jurídicamente. De lo 

contrario, se vaciaría de contenido el delito de usurpación. Es más, se generaría una 

peculiar situación. por demás contradictoria. Pues, por un lado, el derecho penal 

protegería al usurpador (poseedor ilegítimo), y por otro, el derecho civil, no.

Expresado de otro modo, si en el proceso penal se demuestra que el bien jurídico -que 

según el sujeto pasivo del delito se ha visto afectado- se funda en un anterior ejercicio 

de posesión ilegítimamente que adquirió en mérito a cualquiera de las modalidades: 

violencia, amenaza, engaño, actos ocultos, no importaría ello, y tendría que ser 

amparado por el derecho penal, disponiendo incluso la restitución de la posesión del 

bien inmueble; pero, curiosamente, en el proceso civil si se demuestra que su posesión 

es ilegítima, no tendrá protección alguna y por el contrario será desalojado (lanzado) del 

bien inmueble. Entonces, esta aparente ''antinomia", no es de recibo 4°. La norma penal, 

debe ser interpretada conforme a derecho, sin desconocer su finalidad. Razones por las 

cuales, consideramos que el delito de usurpación, en clave de interpretación sistemática 

y teleológica, no protege ningún tipo de posesión ilegitima. 

2.9. Recurso de Nulidad Nº 2477-2016-LTMA: el inicio de lll con.fusión, y las 

razones de nuestro apartamiento. 

Si bien anterionnente hemos justificado que el delito de usurpación no protege la 

posesión ilegítima, sin embargo, es oportuno pronunciarnos con relación a la ejecutoria 

Suprema que se ha pronunciado en contrario. Así, con el mayor respeto y consideración 

que se merecen los magistrados Supremos, vamos anotar -puntualmente- el porqué de 

nuestro apartamiento. En línea de principio, cabe agregar que una regla jurídica fijada 

por la instancia Suprema solo es exigible seguirla cuando expresa.mente sus 

fundamentos se han establecido como doctrina jurisprudencial vinculante41
• Pues, el 

rincipio de predictibilidad de las resoluciones judiciales, esa es la razón de ser de los 

d . 1 
42prece entes vmcu antes 

,,, Réáteg�imchez, al momcmo se analizar la prohlemálica del bien _iuridic.o protegido en el delito de usurpación imnobiliarm. 
precisa qu�"lo que i111eresa a los efecros penales es que el lirular de 1111 derecho real ostente legítimumeflfé' tamo la propiedad
como la po.l'esuin del bien inmueble[. .. J". Cfr. REÁTEGUI SÁNCHEZ . .lames. los delitos patrimoniales en el Códif:O Penal.
ldemsa. 2013. p. 271. Este mismo criterio lo ha mantenido, en sus div�rsas obras publicadas. Véase, en: REÁTEGUI SANCHEZ.. 
James. Manual de Derecho Penal, Instituto Pacific-0, 2015. p 501. REATF.GUI SANCHEZ, James/ESPEJO 13ASUALDO, Carlos. 
El de/uo de usurpación inmobiliaria en el Código Penal Peruano. l�ex&luris, 2016. p. 35. Por su parte. Hugo Vizcardo, sella la que 
no se podria ,1us1ificar la acción invocando la nec�sidad social. ya que ,� ocupación mdebidc, y arbitraria de una casa o predio 
ocupado o vacio. por lo angusliante falta de vivienda, no puede ser jurídicamente amparada. Cfr. HUGO VIZCARDO. Silfredo. 
Delitos C'ónrra el Patrimonio, Pro Derecho. 2015, p. 359. Por su parte. Salinas Siccha. al comentar la Ley Nº ]0230 indica que de 
modo que se tiene hasta 15 dias luego de conocida la usurpación. para que el propietario o poseedor legítimo desale* su inmueble 
con el apoyo de los efectivos de la Policia Nacional y las Municipalidades, Cfr. SALINAS SICCHA, l{amiru. Delitos contra el 

Parm-nonio, Instituto Pac1fíco. 2015. p. 398. En senrido conrrano, Peña Cabrera se�ala que en el caso del sujeto pa�ivo, éste par;1 ser 
tal. no requiere del reconocimic1110 de un titulo dominical qL1c acredite su condición de propietario, basta con que �credi1e tener la 

=-, tenencia la momento de los hechos: tenencia que puede ser tanto la legítima como ilegitima. Véase. en: Pl:'.NA CABRERA 
FERYRE. Alonso R. Derecho Penal, parle especial, Tomo 11.. 2da. Edición. ldemsa. 2013, p. 490. En igual sentido. se tiene que es 
claro deducir que lo protegido por la norma penal es toda cluse dt posesión, con prescindencia de su legitimidad. como ya se dijo. 
sea de buena o mala fe. v mm la viciosa. sin tener en cuema la idm1eidad del ti1ulo de posesión. Cfr. MOMETHISNO ZUMI\ETA. 
Eloy/MOMETHIANO s·ANTIAGO. Javier Ysrnel. Tratado de Derecho Patrimonial. Usurpación y Daiios. San Marcos, 200',l. p. 
105. 
10 En rigor jurídico, no existe conllicto emre normas (penal y civil). sino -en puridad- una errada imcrpretación de la norma penal. 
" Igual situ¡¡ción sucede. cuando se traia de un Acut"rdo Plenario o Senlencia Plenaria dictada por la Salas Supn:mas. 
n STC. E�p. 03950-2012-PNfC. 
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No obstante, es reconocido que un Juez, incluso, puede apartarse de un precedente 

UJ�6, � 

< : "En prim:ipw el Jue; Penal debe ac:luar cunforme a la Cons1it11ción va la l1!1', de modo que 

o ;:: ; ,. t no puede ser afecta ni de modo direc10 ni mdirec10. De olro lado. los límites para su

� ]�::i:-- .... ,, 
(._J IL,¡ =·. -.
fa; /.} ¡i:;; 

actuación de está ,/]_¡mios en la ley penal s11sl/Jnl1va. por lo que nn puede pretenderse 411e. a 

1,m,és de un acuerdo plenario. se impongan limites a s11 actuación o se fijen parámetros que 
relOlivicen su función. [. . .}. A través de estos mecanismos, SI! pueden fijar parámetros o
paulas a tener en cuenta par·a anali::ar o resolver determinados casos, pero nn para .fljar 

cómo "debe., resolverse. como lu ha hed10 la Corle Suprema de J11s1ida de la República.

afectando la independencia y a111onomia de los mngis/rados penales. Es distinto que la 

...) ;�\'��
..... ....,e .... 
t -¡ e·' 

,--�,=-

=i•--�_,.,.;éJ..� � !:i ¿ � e
insrancia suprema. al no es1ar conforme con 1111 pranunciamiemo que 1·evi.l'CI como parle de 
sus competencias. lermine revocando el mismo o wu·iundo aspecros ma1eriales del fallo (tipo 

de pena. duración de la sanción, ele.). a que proceda a impon11r un crilerio a efec1M de 
resolver cierto asuntos. como 1d que ha sido materia de autos. ·· 

En esa lógica, sí a un Juez le es permitido apartarse de un precedente vinculante. con 

mayor razón, lo podrá hacer de una ejecutoria Suprema que no lo es. Consideramos que 

solo en los casos donde se decida por la desvinculación de los criterios señalados por la 

instancia Suprema, es necesario motivación aparte. Es decir, qué de asumir una posición 

distinta a la fijada en el precedente Supremo -extensible a los acuerdos plenarios- el 

Juez debe fundamentar acabadamente; contrario sen su, no será necesaria cuando 

acudimos a doctrina jurisprudencia! cuyos argumentos son jurídicamente aceptables. 

Además. debe tenerse en cuenta que la instancia Suprema no es infalible, pues, no están 

exentos de incurrir en errores de interpretación, y justo es reconocerlo. Por tanto. asumir 

que por la sola situación de ser una decisión judicial dictada por la instancia Suprema, 

anula la inexistencia <le error en la interpretación de las normas penales, es un 

argumento inconsistente. Pues, el Juez no es boca ni de la Ley ni de la jurisprudencia 44.

Al respecto, la instancia Suprema mediante el R.N. Nº 2477-2016-LIMA. (que no es 

precedente vinculante), reconoció tutela penal a la posesión ilegítima o precario. No 

obstante. por ser un criterio jurídico Supremo, anotaremos las razones de nuestra 

desvinculación. 

" El prccedcnlec vinculante. como toda labor juridicu. solo establece una de las posibles intcrprctaci()n�s que no siempre es la mejor 
ni la mas compatible con los criterios constitucionales y legales. No siempre la interpretación que tija la Cone Suprema a través de 
los precedente� vinculante; es la mejor interpretación del derecho} de los valores y principio superiores del ord.:namicmo jurídico. 
de tal modo que el órgano jurisdiccional en la medida que verifique una in1crprctac1ón mib adecuada y compatible a los parámetros 
constitucionales vigentes puede, incluso. realit.ar una inwrprclación lclcológica de la ley pero distmra a la estabh:cida en el 
precedente obligatorio. Cfr. Castillo Alva .lose/Luis Castillo Córdova. /-.'/ precedenre judiciul y el precedente const1tucional. ARA 
EditorL'S. 2008. p. 149 En igual scn11do. Valcn.lllela YliLabe. pre<:i,a na1ural111,·nt.:. lll• ,kh..· �•11111fo:;,r qu.: lu� 111.:i;._., ól.lll 
, incul:id<h dl nan.:ni 111,·\11r:1bk a la d,,_:1rina jun,prmkm:i.tl. pu�, �a ho:1110, ma111fr,,1ac1t, ,¡uc ,, ,::to.:. 1.·,.:q,s:1,maln1<:11Le. �t• 
Jc,v1nctduciu;1 Y dl,1 e, a,1 no p,nqu.: lo 11111<1ri1.a d art1,11lo 2::! de la L.:y 01!:',:tn1ca <l.:1 l',1J.:1 Jrn.k1.1I ,i11<1 p,irquc la 
1nd�pcndcn.·1a 1unsdkc11m,tl a,1 lo ucnnscja. 1"' 111ccc; ti1.·n.:11 111,kpcmknci.1 ,.k critc:ri,1 y 1111 pucJ.:11 ,.:r l>bl1gmJ,1, a ,e�uir una 
Joc1rina_j11mr1,1<lcn,iul q111: 11!1 wmp,tncn. p,·n• no 1w1 mero 1..1prkho. ,11m �uand,, t.:11¡:w1 lunJaml.'JtlP, ,úliJ,,,;} mqor.-, 1111.- 111, 
Je la t\,n,· ',, prcma. <1u.: penmtau rc<,,l\,r d L,ho d.: 111:m,•1:i m:h ¡u,tJ 1> ,,,m:,1.t VALl:I\LUELt\ YLILABF. Fre<h l..a 
desvrnc11lacián de la doctri11ajurisµ111denciol v1nc11lame, a propósito de la casación 92-2017 J' del pleno com·oc,ulo por la Corre 
Suprema. Disponible en: h II p, · 1/h,!!i.i Jl1Y.i!�S).Ul..:Hla,;1<1n-dvyt1 i11;1-.111rb'\l).II'!J�ill l�bÜJJ:JLli!fil..:-,·as,1.,:_11,n-'> 2-20 ll:1•k1¡. •·1.·<111,·-so IJ'I 1:111a' 
14 Uno de los casos mil., notorio, donde 111cluso se dejó sin eji1c10 1111 pre('(!deme 1·inrn/a,11e por exi�tir un grueso error inl�rpr�tativo 
d.: la normu P'-'nal en el que incurrieron magistrado) Supremos. la encon1ramo� en la Sentencia Plenaria Casatoria 1-2017/CIJ-433. 
Por eso. las di:cisioncs judiciales deben plasmarse con cri1eno de razonabilidad. pues, el Juez no es un mero aplieJdor de lu norma 
penal. 

página 38 



...., 

ll 

,-

_, 

e, �

Previamente, citaremos los argumentos Supremos respecto a la posesión ilegítima. Son 

los siguientes: 

De otro lado, en el delito de l/Surpacirín el bien jurídico protegido es la posesiñn que implica 

el ejercicio de hecho de uno o más poderes inherenres a la propiedad. a fin de usar o 
disfrutar un bien. Cabe mencionar la definició11 de posesión que refiere nuestro ordenamienln 

jurídico está se1iatado en el artículo 896° del Código Civil: .. la posesión es el ejercicio de 

hecho de uno o más poderes inherenfes a la propiedad". r dentro de los efect<>s ele la 

posesüín señala la existencia de una posesión precaria ta cual es amparada en el artkulo 

91 I "del Código Civil: ·-¿a posesión precaria es ta que se ejerce sin título alguno o cuanao el 

que se lenía ha fenecido". Asimismo. es necesario explicar que el s1u·eto pasivo en es/e drlito 

es aquel que se encuentra en posesión directa del inmi;eb!e. en ese semidu el poseedor dehe 

ostentar la tenencia del bie11 inm11eble al momenro del hecho delictivo. sin que sett relevante 

el titulo que pllet/(1 tener sobre él, en C(ISO de tratarse de posesió11 ilef(ítima o posesión 

prernria también está ampartrda por el derecho penal 110 plldielltlo ser privado el poseedor 

del im,webfe sino por fa vía lícita. 

Cs de precisar. que para que se configure el delito de usurpación. el sr(ieto pasivo debe 

encontrarse en posesión directa con el f111nuebfe. esto es. et poseedor debe osienta;· la 

tenencfa del bien inm11eble al momento del hecho delicli1·0. si11 que sea refl!vallte el tfti,Jo que 

pueda tener sobre él /posesió11 legitima o ilegftima-prec.ariti/. 

De acuerdo a lo glosado anteriormente, podemos decir que esta ejecutoria Suprema es el 

inicio de la confusión, por cuanto reconoce tutela penal al ''poseedor ilegítimo" 

(precario también), sin explicitar buenas razones justificativas del porque de ello. La 

sola referencia o cita de normas del sistema patrimonial civil. es insuficiente. En ese 

sentido, se confunde o, en rigor jurídico, se distorsiona el bien jurídico tutelado del 

delito de usurpación, ya que, injustificadamente se reconoce protección penal al 

poseedor ilegítimo. 

El criterio Supremo genera confusión al decantar protección a quien obtuvo un "bien 

jurídico" (posesión) realizando acciones ilícitas o ilegítünas. La falta de 

correspondencia entre lo que se busca proteger y sancionar, es patente. Y es que si 

seguimos el razonamiento Supremo, tendríamos que reconocer que: el delito de 

usurpación protege, también, a un poseedor ilegítimo de otro ilegítimo. Un ejemplo 

sencillo: 

Pedro liene acreditada su posesión legítima sohre un hien inmueble. Juan mediante 

cualquiera de las modalidades que la norma penal regula. fngresa al bien. despoja dr! la 

posesión. para fuego empe=ar a ejercer/c1. Frente a elfo. Pedro deja pasar los dias. más 

exactos. l j días y decide ir a fa vía civil y no a la penal (recuérdese que no es obligatorio 

agotar la vía penal. pues ambos tienen mr?canismos de ti11e/a posesoria). En esas 

circunswncias. Carlos u1ili=ando cualquiera de los medios c-ornisivos. despoja de la posesión 
a .Juan. 

La interrogante, es: ¿Juan podría reclamar tutela penal, vía delito de usurpación, por 

el accionar de Carlos?. De acuerdo al criterio Supremo, sí. ¿ Y, Pedro?. Entonces, el 

único que puede acudir vía civil o penal, es quien tuvo siempre posesión legítima del 

bien inmueble, porque la legitimidad o licitud, reiteramos, es la base de todo bien 

jurídico protegido, siendo que su afectación, sin ninguna duda, justifica la intervención 
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penal. La sola posesión de un bien inmueble, sin importar en qué circunstancias se 

accedió a la misma, es incompatible con el propósito de la norma penal (usurpación) y 

el sistema patrimonial civil. tal y conforme lo hemos demostrado precedentemente. 

Nuevamente, nuestro ordenamiento jurídico penal no protege comportamientos ilícitos 

o ilegítimos. De ahí que, la misma Sala Penal de la Corte Suprema, en ejecutoria

anterior por el delito contra el patrimonio ( estafa), reconoció ello. Así, en la Casación

Nº 421-2015-AREQUIP A, precisó:

En base a la señalado. este Supremo Tribunal considera acertadas aquellas ra::011es que 

sus1en1an que la estafó que recae en ocios ilíciros debe ctrrecer de pro1ección penal. l.o 

contrario implicaría brindar 1111e/a jurídica a negocios n contra/aciones ,·011 collfenidn 

imrinsecame111e i/íc:ilo y en muchos s11pues1os delictims. Co11sideramos que ello sería un 

co111rase11titlo co11 los fines de protecció11 del derecho pe11al que es la protecciófl de bie11es 

jurídicos. En ese s1mtido. solo podrá ser t111elable los casos donde el pe,:juicio que se genera 

es producto del engaño que pruyecta una realidad.falsa pero de apariencia lícita. 

En ese entendimiento, la instancia Suprema al resolver el recurso de nulidad materia de 

comento, parte de una premisa iurídicamente falsa45
, dado que la norma penal no acude 

ante comportamientos ilegítimos o ilícitos. En estos casos. la protección normativa es 

nula. ¿el ingresar ilegítimamente a un bien inmueble, y ejercer posesión sobre el 

mismo, es 1111 acto permitido por Ley?. Obviamente. no. Sería, contradictorio que 

afirmemos que el delito de usurpación protege al poseedor ilegitimo, pero a la vez 

también r�prima actos ilegítimos (entiéndanse por actos comisivos: violencia. amenaza, 

engaño, actos ocultos) para lograr el ejercicio de la posesión de un inmueble. Lo errado 

en la interpretación de la instancia Suprema, se pone en evidencia. 

A mayor abundamiento, en la Casación Nº 458-2015-CAJAMARCA (que constituye 

precedente vinculante) se señaló: 

"En el dcdilo de usurpación. lo que se protege en járma concrrta es el m·o y di�/h11e de los 

derechos reales. esencialmenre la posesión. que se w mermada y atacada cuando la 1•1'ctima 

es sacada del bien inmueble. 

f. .. J. Den/ro del ámbito de protección de la nurma. se prorege la posesión. emendida cv1110 el 

estado de hecho. comisleme en mantenrr el dommio de fi1eto sobre la totalidad o una pune 

del bien inm1.1ehle. el despojo viene a ser su negación. entendida como el estado de

despo.,·l!sión del bien inmueble: esto es. como la imposibilidad tle ejercer el rlvminio sobre 1111

bie11 posddo legítimameme''.

Entonces, la interpretación señalada por la instancia Suprema, no solo colisiona con la 

propia estructura del tipo penal. pues, incurre -incluso- en una interpretación 

asistemática, sino además desconoce la finalidad común de la norma penal: prevenir y 

,; Una stgunda modalidad de reducción al absurdo está relacionado con la falscdadjurldica. Siguitndo a Rodrigu�z-Toubcs Muñiz. 
el resultado inaceptabk que se confrunta con la reducción uf ub,urdo es a wces una afirmación claramente tulsu sobre el derecho. 

No ob�tanh:. con esa cautela en m.:nte es �iablc singularizar esta modalidad de absurdo Jurídico que consiste en implicar como 
vs,rdadera una propos1c1ón nilidamenl� contraria al derecho. RODRÍGUl::Z.-rOUBES :v!UÑIZ. Joaquín. La red11,·dó11 al absurdo 
como arg11111emoj11ríd1rn. Disponible: hu¡,,.,rrua LHl.�,·tbpay�.ll1htn:m11.• I ll<�l�•-n-1�'>, 1,¡¡,,,:, .�5 fil ndl' 
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sancionar a quien realizó actos ilícitos. Más bien, se tiene que valorar la legitimidad de
cada una de las normas penales, individualizadamente. Es frente a cada norma que se 
debe valorar su legitimidad constitucional46

. Por tanto, existiendo base sólida jurídica
contraria a lo resuelto por la instancia Suprema, nos desvinculamos de la misma, en 

���� mérito a nuestras razones ya expuestas precedentemente. 
o; a!:<" 

���i 
"" J 

B��� 
.. , <�c. 

t� �r 2.10. Concepto de bien de dominio público. 
;u ..¡ � r. 

���� La concepción normativa de un bien de dominio público, la encontramos en el A11. 73 º 

� M � ¡ de nuestra Constitución Política, que señala: "Los bienes de dominio público son
_J.----t-,,,.º-.:i.:3.�\. 

� "· '
u inalienables e imprescriptibles". Estos son medios jurídicos a través de los cuales se 

t1 nde a hacer efectiva la protección de los bienes dominiales, a efectos que ellos 
cumplan el fin que motiva su afectación. Tal protección no sólo va dirigida contra 
hechos o actos ilegítimos procedentes de los particulares, sino contra actos inconsullc,s 
provenientes de los propios funcionarios públicos. Si así no fuere resultarían 
inexplicables tales caracteres del régimen jurídico del dominio público 47

. Los bienes de
dominio público �además- son inembargables48

. 

Brevemente, siguiendo a Hemández Mruiínez, definiremos los atributos de un bien de 
dominio público: inalienabilidatl, no se puede transferir ni limitar su propiedad, ni 
construir derechos reales a favor de particulares, ya sea de forma onerosa o gratuita, y 
en caso se celebre un acto jurídico de enajenación es nulo, al ser el objeto jurídicamente 
imposible; la inembargabi/idad: significa que no pueden ser embargados, pues, si bien 
el embargo es una medida cautelar que evita que el titular disponga del bien, no 
obstante, conlleva una potencial ejecución judicial, en la que se disponga la enajenaci.ón 
del bien; imprescriptibilidad: la normas del Código Civil son de inaplicación para la 
adquisición del bien. En consecuencia, la posesión (continua, pacífica y pública como 
propietario) y el transcurso del tiempo, no genera el derecho de propiedad sobre estos
bienes 49

.

Estas definiciones precedentes, nos pem1iten arribar a una conclusión válida. Sí un 
particular ejerce posesión sobre un bien de dominio público, está será ilegítima. Pues,
la posesión -atributo de la propiedad- es exclusiva del Estado. Además, conforme lo 
expusimos, en este tipo de bienes no es posible, luego, atribuir propiedad a un 
particular. La prohibición no1mativa es insoslayable. Recapitulando, la sola posesión de 
hecho de un particular sobre un bien de dominio público, de modo alguno puede generar 
legitimidad en su posesión. En esas condiciones, toda posesión de un bien de dominio 
público, por un paiticular, es reputada ilegítima. 

"'· Mayores detalles. en· l'ARIONA ARANA. Raúl. Derecho Penal. lnstnuto Pacífico. 2014. p. 263, 
"Cfr. Mirtha Liliana Belloti, Fredy. lnalienabílidnd e imprescrip/lhilidad coracleres esenciales del dominio público. Dísponiblt- en: 
lilo/1, ':il l��rs.'.l,>sc!I ><,,111l1 1,1d, 1a11inal1�nahihs.!ad pdf' 
·" STC Exp. 00915-2012-PAfTC.
'"Ampliamente.en: HERNÁNDEZ MARTÍNEZ. Eduardo. Bienes de dominio público y su régimen de propiedad. Editorial R<,das,
2017. p 80/81
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2.11. Análisis del caso. 

Entrando al caso concreto, es menester analizar los dos tipos penales materia de 
acusación por parte del MP. Cabe agregar que, este análisis será a partir de los medios 
probatorios ofrecidos por dicho Ministerio a efectos de comprobar su teoría del caso. 
Pues, como bien señaló la defensa técnica del acusado. la sentencia condenatoria es 
arreglada a derecho en tanto se haya llegado a un nivel de certeza o convicción judicial 
sobre los hechos y la responsabilidad penal del acusado. En este estadio es inaceptable 
fundar condena penal, sobre mera probabilidad o sospecha grave. El llamado a 
demostrar la culpabilidad del acusado es el MP. 

Asimismo. por cada delito, vamos a identificar determinado aspecto que ha carecido de 
comprobación, sea por tipicidad o responsabilidad penal. Pasemos al análisis. 

2.1 l.l. Respecto al delito de hurto agravado.

En este delito, advertimos que la tesis incriminatoria del MP y los medios probatorios 
incorporados durante el juicio oral, penniten concluir que: 110 se ha corroborado la

culpabilidad del acusado Abad Uyeki. Por cuanto, lo aportado por dicho Ministerio es 
insuficiente y nada sólido. Pues, de acuerdo a lo realizado en el plenario, el MP sustenta 
la culpabilidad del acusado en los siguientes medios probatorios: la declaració11 de la

agraviada, boletas de compra de bienes muebles, la declaración de testigos 

(ora/izadas), así como la propifl versión del acusmlo. 

Ninguno es útil para demostrar la responsabilidad penal del acusado. En base a lo 
siguiente: La testigo/agraviada Paredes Miñano, quien concurrió al juicio oral, 110 es

testigo presencial, sino referencial. Ella misma reconoció -en el plenario- que no se 
encontraba en el lugar de los hechos. Nunca vio al acusado. En consecuencia. mal se 
aría pretender darle valor probato1io tal y como se fuese una testigo presencial. De 

igual forma. las boletas de compra oralizadas, no demuestran la autoría del delito sino la 
preexistencia de bienes muebles. Asimismo, si bien se oralizó la declaración del testigo 

; Freddy Humberto Tuesta Chicana, por cuanto éste no concurrido al juicio oral. 
prescindiéndose de su examen y contra-examen en el plenario, consideramos que tal 
versión ostenta bajísima calidad y no satisface un control de confiabilidad mínimo50 

.

.;..JÍt 
0 u. 

Asimismo, como es sabido, la declaración del acusado Abad U yeki, no puede ser
o[;j• 
cr�: utilizada por el MP para acreditar su imputación penal, pues, 110 es medio probatorio 

<3 � porque no es f ue11te de prueba personal. El MP debe ofrecer medios probatoriosO: r 

w ¡ complementarios distintos a tal versión, toda vez que la naturaleza de dicha expresión es 
2r 

'" Sobre el prim;ipio de inmediación. la Sala Penal f>cnnam:111� de la Cone Suprema. en la Casttc1ón N° 09-2007-HUAURA. precisó 
(cita tcxtmtl): --Que el nuevo Código Procesal Penal. eslob/ece que el ¡11ic10 es la etapa prmcipal del proceso. rig,m especwlmente 
los prmcipio.1· de oralidad. publicidad. in111ed,ación y la co111radicci(m "" la acl/lacló11 proharoria. L" l11111ediacui11 ¡¡aranri:a que el 
Jue= encargado de sentenciar renga con1uc10 dm,cto con todas las pruebas. Si el 111e= no oye d1recra111e111e la deduraC1ó11 del resligu 
smo que la lee de 1m acla. no esrá en co11d1ct0nes -por cupa::: que uo- de reali::ar un Jllido de crr!d1b1/,dad respecto de lo que el 
tesrigo ha dicho. además. tal declaración no puede ser co111raexam111ada y por /ano some11da al resr de cunrrad,ctorredad Sm 
in111ed,ació11 lo informadón ostenra 11110 hojíslma rn/1dady no s,11/sfaca un comrol de confiabd1dud'· 
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la de un medio de defensa51. Ahora, si se toma como verdadera la declaración del
acusado, naturalmente se tiene que reconocer ese carácter al íntegro de la misma, pues 
resultaría arbitrario considerar verdadero aqueJlo que le incrimina, y falso a aquello que 
lo exculpa, siendo la fuente de prueba su propio testimonio52. El acusado en ningúntit�< 

�av.i 
a ü j .,. momento aceptó los hechos incriminados. 
:;ii�¡;; 
��:;!$ 
§��� Por ende, la autoria delictiva que se le atribuye al referido acusado, carece de sustento
� � 1 � probatorio alguno que genere certeza judicial Dicho en otros términos, la ausencia de
[ � � � caudal probatorio suficiente y convincente, es notoria. La absolución del acusado, es 

iifi impostergable. 
c.__...-V!-�¡5 --! � t,"lu,t; .::. 

Cr � t.: � 

�t -� ao' u 

2.11.2. Con relación al delito de usurpación agravada. 

Nos centraremos, en clave de tipicidad del comportamiento. sobre el bien jurídico 
protegido: la posesión. Y es que, está probado que los agraviados estuvieron en 
posesión de hecho del predio materia de litis denominado "7-B" (numeración dada por 
los propios agraviados), siendo por tanto innecesario entrar a mayores detalles al 
respecto. Es incuestionable la posesión ejercida por los agraviados sobre el predio 
materia de litis, Los testigos, las actas prácticas in situ y las documentales ofrecidas así 
lo demuestran. Empero, de acuerdo a lo actuado en el plenario es pertinente dete1minar 
si esa µosesión que se dice se ha visto afectada. es legítima o ilegitima. Los temas 
abordados anteriom1ente al respecto, son trascendentales en el este apartado. 

Sostuvimos que, no puede haber protección penal a quien ostente o ejerza posesión 
ilegítima de un inmueble o predio. La sola posesión de hecho de Uli bien inmueble, de

modo alguno pude generar "automáticllmente" tutela penal. La justicia penal, y en 

general el ordenamiento jurídico-penal, acudirá a quien teniendo un bien jurídico 

protegido se Ita visto luego afectado por un accionar contrario a derecho. Esa es una 
proposición de conexión o generalizadora53

. Entonces, la premisa normativa co1Tecta del 
tipo penal que nos ocupa es brindar protección penal a quien goza de una posesión

legítima. Es de destacar, que detenernos en la sola interpretación literal de la nonna es 
insuficiente, puesto que solo haríamos una interpretación normativa sin contenido que 
solo rescataría la formalidad de la validez del tipo penal materia de acusación, sin 
verificar previamente a quien se le debe o no brindar tutela penal54 .

El siguiente cuadro resulta ilustrativo: 

;, R.N. N° 2467-2017-TACN,\.
51 R.N. N° 1623-2014-LIMA 
;, Las generalizaciones son aquellas proposiciones que contienen una regla general u universal que me permite unir un hech<, oel 
caso (en rigor. una proposición fáctica del caso) con otra proposición foctica o incluso con la proposición última a ser probadL t_a 
importanci; de este tipo de proposiciones se encuen1ra en que garantiza la "inferencia" entre una proposición inicial y la proposición
a ser demostrada. Cfr. HIGA SIL V A. César. lirigació11. argumemacíón y 1eoría del casu. /Ira Editores. 2016, 91.
q Como bien lo reconoce la Sala Penal de la Corte Suprema (cita 1ex1ual): una vez más reiteramos que el ordenamiento jurfdicJ no
tutela mediante el delito de esmfa el patrimonio que se perdió voluntariamente a fin de la comisión de un acto ilit:íto. Casació11 Ne

421-2015-i\RE()UIPi\.
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Mediante copia 

cert(ficnda de la 

RcsolL1ción Gerencial 
Nº 163-2016-GGUR­
MPC. se dejó l·i11 

efe,·to fa co11sta11ci" 
tle pO.H!Sió11 Nº 066-

2014. otorgada a fa\or 

de los agmiados. 

En d delito de Usurpación. el 
bien jurídico protegido. como 
clcm1.:nlo de tipicidad_ es la 

pOSrtSión legitima de un bien 

inmueble. La falta de este. la 
conviene en atípica. 

El derecho penal. w/o tutela o 

protege bienes jurídicos 

(legítimos). 

l .os agraviados ejercían po.fesió11

ilegitima del predio Nº ··7-8".

Por Informe Técnico Nº 

0003-2019-ING-EPC­
SGOPJ IC-GGUR-MPC. 

se arreditó que en 
reiterndas ocasiones 
ha pretendido habilitar 

el autotle11omi1111do lote 
"7-8". 

Por Informe Técnico 
Nº 0003-2019-ING­
EPC-SGOPI IC­

GGUR-MPC. se 

determinó que el 
predio 7-B, se ubica 
en una lÍre11 de 

do111i11io público (�·ía 

pública). 

Ninguno de los 
agraviados contabu 

co11 1111torizació11 paro 

tomur posesión d..:I 

predio situado en ··N° 

7-B'·. Adcmá:i. 
conocían que dicho 
predio 110 aa de .m 

pro¡,ietlatl. 

Los agraviados tomaron f'Ol'l!l"ÍÓII por 

i11iciativa propia de un bie11 de dominio 

público. 

' 

l'.stá demostrado que la posesión 

ejercida es ilegítima. Por tanto, la 

figura es atípica, no merecedora de 

protección penal. 

e:, :

�..,f En suma, el caso concreto, ha quedado probado que, los agraviados de mutuo propio
ii: f tomaron posesión de u11 área de dominio público, sin existir anuencia por parte de suw-
� [: titular (el Estado); es decir, sin título alguno tomaron posesión, y lo denominaron lote
...., ·'7-B", para luego pretender regularizar su posesión en sede administrativa, conociendo

que era un bien de dominio público (vía pública-playa) cuya ulterior propiedad 
resultaba manifiestamente imposible, conforme quedó demostrado mediante Informe 
Técnico Nº 0003-2019-lNG-EPC-SGOPHC-GGUR-MPC. Situación que el propio MP 
ha reconocido y lo alegó en el juicio oral, como consta de los registros de audiencia. Es 
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más, dicho Ministerio conocía que la constancia de posesión Nº 66-2014 -que ofreció 

en el plenario-fue luego dejada sin efecto mediante Resolución Gerencial Nº 163-

2016-GGUR-MPC. Por tanto, desconoció el principio de objetividad. Asimismo, la 

situación del predio materia de litis de ser un bien de dominio público, señalada en el 

informe de su propósito, no fue conocida por la Superior Sala de Apelaciones al 

momento de resolver la incidencia promovida, ya que, la actuación de tal documental 

fue realizada en el acto oral. 

Nuestra posición es que, la legitimidad de la posesión es la base sobre la cual se 

construye el tipo penal de usurpación. Si no fuese así, tendríamos el siguiente caso: 

cualquier particular podría ejercer posesión sobre un bien de dominio público (vías 

públicas, plaza de armas, parques, etc.). y asumiría que su posesión es digna de tutela 

penal, por más ilegítima que sea. Aquí, cabe señalar un argumento condicionante 

adicional: la posesión legítima es la que se ejerce con un derecho que lo respalda. ¿El 

usurpador (poseedor ilegítimo), tendrá algún derecho que lo respalde?. Ninguno. En 

términos simples, el delito de usurpación tiene por finalidad: proteger a un poseedor 

legítimo de un ilegítimo, no a un ilegitimo de otro ilegitimo. La absolución del acusado 

por falta de tipícidad, es arreglada a Ley. 

Finalmente, debemos sefialar que quizás algunos pocos podrían asumir que se estaría 

propiciando la no sanción de actos contra un poseedor ilegitimo, o peor aún, que el 

mensaje de la sentencia sería que todo poseedor legitimo pueda recuperar su posesión 

sin importar los actos que realice, ya que no cometería típicamente delito de usurpación, 

al no existir bien jurídico protegido. Nada más equivocado. Pues, semejante 

razonamiento implicaría distorsionar todo lo aquí expuesto. Por eso, debemos subrayar 

que si se realizan actos independientes a la posesión. el derecho penal -de ser el caso­

deberá acudir en razón de que se trata de distintos bien(es) jurídico(s) tute/ado(s), que 

dan paso a tipos penales, cuyo bien jurídico protegido no es la posesión legitima. No es 

posible asumir que quien despoja de la posesión a un poseedor ilegítimo, su conducta 

quedará impune, pues, para ello existen otros tipos penales ajenos a la posesión. Ello, se 

condice con la via lícita. 

· or el contrario, consideramos que el mensaje seria: quien realiza actos ilegítimos para

conseguir posesión de un inmueble y luego tal posesión se ve afectada, so pretexto de

un delito de usurpación, no tendrá protección penal alguna. En ese contexto, el MP no

formuló acusación complementaria por actos independientes al tema de la posesión, por

tanto, no es posible verificar la existencia de otros ilícitos penales. Al respecto,

seguimos a pie juntillas lo señalado por Reynaldi Roman55
, con relación a I a solución de

casos frente a un poseedor ilegítimo o precario:

a Si el poseedor precario o ilegítimo. es despojado por el propietario del bi\!n. éste act11,m} 

en ejercicio de un derecho de defensa posesoria extrajudicial. conforme lo establece el 

;,, REYNALDI ROMAN. Roberto Carlos. La posesión precaria como e/emenlo extratípico del de/ilo de //Surpac-ión. Di,ponihk en: 
11 u r ,: í lk u 1.,. ¡w /p1 ,,e, i, 111-p r,T a ria-el e I nen l,l-�., 1 rat ip 1�0-us uniac i, 111 
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b. 

c. 

articulo 920 dt:I código civil. Sin embargo. si los presupuesto� !como el plazo de 15 días 
o la desproporción en las vías de 111::cho), han sido supr.:rudos, entonces t:l propietario
responderá por un delito de ejercicio arbitrario de un derecho íel de propiedad]. previsto
en d artículo 417 del código penal. por no haber pretendido una orden judici,11 de
desalojo por oc,1pación precaria.

Si el poseedor precario o ikgitimo. es despojado por un poseedor legitimo. és1c aciuará 
en r.:jcrcicio de un derecho de defonsa posesoria extrajuclicial. conforme lo esrabh:ce el 
artículo 920 del código civil. Sin t.:mbargo. si los presupuestos han sido superados. 
entonces responderá por un delito de 1ciercicio arbitrario de un derecho Id de posesión 
con ,iusto titulo 1- previsto en el articulo 417 del código penal. por no hab..:r pretendido 
una orden judiciul de desalojo por ocupación precaria. 

Si el poseedor precario o ilegítimo. es despojado por el arn:ndador o administrador 
lcgilimos pero no posesionarios. responderá por un deli10 de cjcrckio arbitrario de un 
derecho. pre�isto en el articulo 417 del código penal. por cuanto no acudió en demanda 
de desalojo, conforme lo prevé d primer párrafo del artículo 586 del código procesal 
civil. 

d. Si el poseedor precario. es despojado por otro poseedor ilegitimo. entonces el hecho es
atípico, incluso para el delito de justicia por mano propia. Ello por cuanto. ninguno
d.:tenta algún derecho de dominio sobre el bien.

c. En todos los casos anotado�. debe puntualiwrsc que cualquier ado d..: viole11cia o
compulsión no permitida. que de forma independiente se verifique en el contexto de
despojo. pueden a su �ez. configurar ilícitos au1ónomos (lesiones. coacciones. etc.).

2.12. En el presente caso, ¿se debe fijar reparación civil?. 

Ahora, la norma procesal penal en su Art. 12º inc. 3 del CPP. faculta al Juez a imponer 
una pretensión indemnizatoria aún cuando se emita sentencia absolutoria, pero cuando

procedo. En el caso de autos no se evidencia la concurrencia de los elementos de una 
responsabilidad civil extracontractual. entre estos. antijuricidad y factor de atiibución56 ;

no existen aspectos objetivos de daño causado57 que puedan ser atribuidos al acusado 
Abad Uye:ki, por ambos delitos incriminados por el Ministerio Público. 

sí, tenernos que la antfiurülicidad, por el delito de usurpación, entendida como la 
conducta contraria a ley o al ordenamiento jurídico, no se presenta en el caso de autos, 

; toda vez que de acuerdo a lo antes señalado, quien actuó contrario a derecho -desde el 
.• : inicio- fueron los propios agraviados, al ejercer posesión sobre un bien de dominio

público. Por tal razón, el bien jurídico protegido (posesión legítima) en el delito de
usurpación, no sea visto afectado. Sobre la/alta de atribución, con relación al delito de

1 i";, 

ti 5 � Sobre el particular. la Casación Nº 3141-2016-PIURA. prc:cbó que: "/ / como .re sahe los elementos co,mme., a ambos 11pos de 
-'.ft':"" - rttspomab1/11Jad civil (comrac1ual y ex1raco111rac111al) son los siguieme,: an1ijuric1dad. daño. rl!lación de causalidad y Jactar de 

f!'= ) arrlb11ció11. En 1al sentido. ¡;ara salwr si en 1111 ,·aso concrelo el agent� ca11sa111e del daflo debe 111dem111:ar o 110 a la ,·íc11111a. es
-; ., � 11ecesano c.,i1�1robar si se han 1•er¡J1rndo Jales elementos"'. 

l �'# .- '' Un aspecto l"undamcntlll de la esuuctura de los hechos jurídico� 11icito� que origm1m responsabilidad ci\'il. sm lugar a dudas. es el
:;i� ·• aspecto obj�llvo del daño causado. pues solam�nte curu1do �e ha causado un dru)o se conlígura jurídic.une,11e un supucs10 de

responsabilidad civil. produciéndos.: cvmo elcclo jurídico el nacimicnlo de lu oblignción legal de indemni<'.ltr. bi�n se trnte del 
ámbito comractual o cxtracontractual. ya que en caso contrario no existiria ninglin su:,t.:nto para el nacimiento de dicha obltgac1ón 
de indemnizar. [ ... ]. [),;: no haber dailo. no se conligura un �upu�to de hecho juridico licito. contractual o e:-tracon1ractual ,:.. por 
�nde. 110 se configura un supuesto de rcspons.ibilidad civil. por más que c.,bta una conduela antijurídica o ilícita. Cfr. TAOOADA 
CÓRDOVA. Ltzardo. Ele111e11Jos de la responsabilidad cm!. Grijl�y. 2013, p. 69170. 
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hurto agravado, no se ha determinado objetivamente que el acusado haya sido el autor 

de la sustracción de los bienes que tenía la agraviada en el interior del predio (7-B), por 

ende, no es posible atribuir responsabilidad al acusado por este hecho. 

En esas condiciones, no corresponde fijar monto alguno por concepto indemnizatorio: 

no obstante, si debe dejarse a salvo el derecho de la parte agraviada de recun-ir a la vía 

extra penal. en caso lo considere pertinente. por hechos independientes de los delitos no 

acreditados. 

111. PARTE RESOLUTIVA.

3.1. Decisión Final. 

Por las consideraciones antes expuestas, en aplicación de los artículos Jl, IV y V 11 del 

Título Preliminar, el art. 185º concordante con el Art. 186°, segundo párrafo. inciso 1, 

el Art. 202° inciso 2 y 4 concordante con el artículo 204° inciso 6 del Código Penal; y, 

los A11. 392º. 393º y 398° del Código Procesal Penal. el Señor Juez del Juzgado Penal 

Unipersonal de Casma del Distrito Judicial del Santa FALLA: 

3.1.1. ABSOLVIENDO de la acusación Fiscal fonnulada contra el acusado 

SEVER�O TEOFILO ABAD UYEKI en calidad de AUTOR del 

delito contra EL PATRIMONIO, en la modalidad de Hurto

Agravado, en agravio de la empresa FACTO RÍA AGROMAR 
S.A.C., representado por su Gerente General Ana Y sabe! Paredes 

Miñano: y por el delito contra EL PATRIMONIO, en la modalidad 

de Usurpación Agravada, en agravio de ANA YSABEL PAREDES 
MIÑANO y DAVID ISAAC MARJÁTEGUI GILES; 

3.1.2.En consecuencia, una vez CONSENTIDA y/o EJECUTORIA que sea 

la presente sentencia, se deberá ANULAR cualquier tipo de 

antecedente generado por esta causa en contra del acusado. 

3.1.3.NO FIJAR REPARACIÓN CIVlL. 

3.1.4. DEJAR A SALVO EL DERECHO de la parte agraviada de acudir a la 

vía extra penal., por acciones independientes a los delitos materia de 

acusación. 

NOTIFÍOUESE, la presente sentencia a las partes inconcurrentes. en sus 

domicilio procesales señalados en autos. y ENTRÉGUESE una copia 

��-� JO�c F�;;�.-'WO t:VT fqfli:Z ALEGRE 
LS c�,;,L o , :., �AJ;,k� JURISD,(,Cf01\IA1.. 
• ::·>:... O i'C'!Mc JN'llC��Q,\AI. OE <:A<;MA 
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